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Editorial

La garantía de los

DERECHOS 
HUMANOS

a búsqueda de principios universales que guíen 
las acciones humanas ha estado presente a través 
de toda la historia; sin embargo, esta sólo alcanzó 
su máxima expresión en la Declaración Universal 

de los Derechos Humanos, en 1948, cuando la comu-
nidad internacional tomó conciencia de la universalidad 
de dichos derechos y consensuó posiciones disímiles con 
el propósito de proteger al mundo de los actos deshu-
manizantes que ponían en peligro la libertad y dignidad 
humana.

Como sabemos, el terror impuesto por la Segunda Gue-
rra Mundial desafió a las grandes naciones a encontrar la 
forma de evitar, en el futuro, horrendos crímenes contra 
la humanidad. En el contexto de postguerra, el reconoci-
miento de la necesidad de establecer una institución in-
ternacional más eficiente y convincente que la Liga de las 
Naciones era unánimemente compartida por todos. Este 
consenso permitió definir el propósito principal de las Na-
ciones Unidas, el establecimiento y mantenimiento de la 
seguridad colectiva en los años posteriores a la guerra. 
Así, mientras las naciones centraban su atención en esta 
nueva organización internacional y las nuevas formas de 
reglar las relaciones internacionales, el proyecto de defi-
nir instrumentos internacionales de derechos humanos se 
mantuvo periférico a los planes de las nuevas potencias 
mundiales. Sin embargo, a pesar que la promoción de los 
derechos humanos no fue la principal preocupación de 
la recién creada Naciones Unidas, ésta se convirtió con 
el transcurso del tiempo en la piedra fundamental del 
sistema legal mundial. De hecho, el ambicioso proyec-
to de la Declaración Universal, que apunta a evitar actos 
horrendos que amenazan la libertad y dignidad humana 
en el mundo, complementa y mejora ostensiblemente el 

objetivo de las Naciones Unidas. De esta manera, la segu-
ridad colectiva y el mantenimiento de la paz en el mundo 
implicaban una responsabilidad fundamental, a saber, 
prevenir la violación de derechos humanos.

En el contexto actual, los derechos humanos se orientan 
a facilitar la realización del ser humano, tanto en su di-
mensión personal como social, enmarcándolo en un con-
texto de fortalecimiento de la democracia constitucional. 
Por tanto, no es posible imaginar un sistema democráti-
co que niegue la importancia de los derechos humanos 
en el escenario nacional e internacional, al menos a nivel 
de discurso político. La universalidad, así como la indivi-
sibilidad y su carácter irrenunciable, son asumidas como 
características esenciales de los derechos humanos y de-
ben incorporarse en los marcos jurídicos internacionales, 
regionales y nacionales.

En el caso peruano, la Constitución sostiene que la Re-
pública del Perú es democrática, social, independiente y 
soberana, e indica como uno de los deberes primordiales 
del Estado el garantizar la plena vigencia de los derechos 
humanos. La democracia constitucional en el Perú se ci-
mienta en los derechos humanos, tanto los individuales 
como los sociales y económicos. La individualidad del 
sujeto, así como su pertenencia a contextos culturales y 
sociales, deben estar suficientemente garantizadas si se 
quiere construir sociedades democráticas que desarrollen 
las capacidades de las personas y ayuden a su realización 
personal de manera integral. En este sentido, se debe ga-
rantizar los derechos humanos por igual a todas las per-
sonas, independientemente de su raza, color, orientación 
sexual, condición social, religión, a fin de avanzar en la 
construcción de la democracia en nuestro país.

ES PARA TODAS LAS PERSONAS
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simbólico que legitime las prácticas 
políticas.

Acercándonos a la mitad del manda-
to, el balance es mixto. Con respecto 
al primer elemento de lo que debía 
ser el modelo humalista de gobernar, 
el régimen político no ha cambiado, 
en la medida que los derechos políti-
cos y libertades civiles que caracteri-
zan a la democracia procedimental se 
mantienen en niveles similares que en 
los gobiernos previos post-Fujimorato 
(Toledo y García). En segundo lugar, 
Humala ha resultado ser sumamente 
respetuoso con respecto al mercado 
y al mundo privado. Nada cercano 
a una estatización está en marcha. 
De hecho, la crónica de la muerte 
anunciada del intento de comprar 
Repsol significó el fracaso del últi-
mo y más claro intento del gobierno 
por reformar algo en lo económico. 
Finalmente, en relación al tercer ele-
mento, cambios importantes como 
la creación del MIDIS y el énfasis del 
gobierno en los programas sociales 
han significado el cumplimiento de la 
hoja de ruta.

Sin embargo, se trata de una imagen 
que no permite ver todo el paisaje. En 
cada uno de los elementos, hay pun-

Cómo hacer un balance del 
gobierno durante el año 
2013? Se trata de un balan-
ce, en realidad, de la mitad 
de la presidencia de Ollanta 

Humala. No es tarea fácil. ¿Qué pa-
rámetros utilizar? ¿Cómo evitar los 
vicios de la descalificación a priori 
o la adulación sin evidencia? Quizá 
la mejor estrategia sea comparar el 
gobierno de Humala con sus pro-
mesas electorales como candidato. 
Para ello, me basaré en la “hoja de 
ruta”. A partir de este documento, 
se puede evaluar los tres elementos 
que debían guiar el modo humalista 
de gobernar: (1) respeto del régimen 
democrático (del estado de derecho 
y la división de poderes); (2) man-
tenimiento del modelo económico 
(libre mercado, crecimiento econó-
mico, estabilidad macroeconómica, 
e inversión privada como ejes); y (3) 
reducción de las desigualdades so-
cioeconómicas (programas sociales 
para la inclusión, distribución de la 
riqueza, y participación de y consul-
ta a la ciudadanía aminorando los 
conflictos sociales).

Lejos del modelo chavista que asus-
taba a muchos en la primera vuelta, 
esta propuesta se acercaba y aseme-
jaba a la de Lula en Brasil: girar a la 
izquierda de forma institucionaliza-
da. Es decir, no cambiar la Consti-
tución para refundar la República ni 
desmantelar el modelo económico, 
sino obviar los cambios estructura-
les para enfocarse tanto en políticas 
sociales como en un componente 

tos importantes que considerar como 
preocupantes. En relación al primero, 
el respeto por la democracia por par-
te del gobierno no va acompañado 
por una mejoría de los factores que 
la hacen todavía precaria. El gobier-
no no ha logrado legitimar la impor-
tancia de las elecciones para definir 
el rumbo del país, sino que con sus 
reacomodos probablemente ha re-
forzado la imagen de que no impor-
ta quién gane, siempre se gobierna 
igual. Además, se ha mantenido (e, 
incluso, incrementado) los niveles de 
desconfianza en las instituciones y re-
chazo generalizado hacia la política, 
que se ve acrecentado por la polari-
zación y clima enrarecido entre fuer-
zas políticas. Asimismo, aunque sin 
ser responsabilidad del gobierno, a la 
debilidad de los partidos políticos se 
ha sumado la debilidad de las orga-
nizaciones políticas en general. Inclu-
so las maquinarias personalistas que 
conformaban un sistema de “candi-
datos conocidos”, que en cada elec-
ción atraían novatos interesados en 
dar el salto a la política, se han visto 
sumamente afectadas. El tiempo de 
la política protagonizada por Toledo, 
García, Castañeda y Keiko podría es-
tar llegando a su fin. Aunque, claro, 
son tendencias y nada está dicho.

En relación al modelo económico, 
resulta importante mencionar que 
no basta seguir con el mentado “pi-
loto automático”. Los economistas 
Piero Ghezzi y José Gallardo vienen 
llamando la atención sobre la im-
portancia de mirar otros indicadores 
más allá del crecimiento económico 
y la reducción de la pobreza en los 
que, sin dudas, destacamos como 
país. Sin embargo, la distribución 
del ingreso, la productividad y el em-
pleo se mantienen en un nivel poco 
satisfactorio para asegurar mantener 
el crecimiento económico o, muchos 
menos, llevar el país al desarrollo. En 
el ritmo de la economía internacional 
actual, sin contar con que se desace-
lere, se nos hará cada vez más difícil 
crecer como venimos haciéndolo. La 
política económica, y el desarrollo 
institucional, también importan.

Por último, con respecto al tercer 
elemento de reducción de las des-
igualdades socioeconómicas, los 
avances del gobierno son muy mo-
destos. Algunas cifras mencionadas 
por el politólogo Steven Levitsky dan 

cuenta del “bajísimo gasto social” 
del Perú en perspectiva comparada. 
Mientras el promedio latinoameri-
cano del porcentaje del PBI que re-
presenta el gasto social es 14%, y en 
Brasil es de 26%, en Perú es tan solo 
8%. Nuestro gasto social per cápita 
es tan solo de US$229 en contraste 
con los US$697 de promedio latino-
americano y US$1165 de Brasil.

En este sentido, si Humala encontró 
pocos incentivos para ser Chávez 
(contexto internacional y necesidad 
de ir más allá del 31% de electorado 
primigenio que lo acompaña desde 
el 2006 para poder pasar a la se-
gunda vuelta), no pudo ser Lula. No 
contaba ni con la fortaleza estatal, 
ni con las ventajas de un partido ins-
titucionalizado, ni tampoco con su-
ficiente carisma (según Julio Cotler y 
Alberto Vergara, “un Correa la mon-
ta en Perú”1). El rumbo de Humala, 
más bien, lo llevó a la continuidad 
por la que también transitaron sus 
antecesores. Mayor prueba del ale-

1	 Revista PODER. Edición 54 (N.E.)

PERÚ:
Daniel Encinas
Pontificia Universidad 
Católica del Perú - PUCP

jamiento del esperado modo huma-
lista de gobernar, que lo convertiría 
en una suerte de Lula perucho, es la 
inequívoca foto juntando las manos 
con los presidentes de centro-dere-
cha y derecha de México, Colombia 
y Chile en el artículo que presenta la 
Alianza del Pacífico (“con el principal 
objetivo de crear un espacio donde 
la libre movilidad de bienes, servi-
cios, personas y capitales prospere”, 
reza su encabezado)2.

¿Qué sucederá con el cambio de ga-
binete? ¿Qué se viene luego de este 
gobierno? Difícil decirlo. Sin embar-
go, pienso que es probable la repeti-
ción de episodios recientes como la 
elección de alguno de los personajes 
del sistema de “candidatos cono-
cidos” o de outsider proponiendo 
una gran transformación que al lle-
gar al poder no pueda enfrentarse a 
la inercia. Otra alternativa siempre 
abierta últimamente, no obstante, 
es que terminemos exclamando re-
pentinamente –tomando palabras 
de Gaspar Nuñez de Arce- “¡Qué 
carreras y que trasformaciones!” al 
notar que “(…) hombres, institucio-
nes, sistemas y partidos han adelan-
tado y vivido sin descansar años en 
horas, como Pecopin en el corcel del 
diablo”3. ¿Será posible alguna terce-
ra vía que nos aleje tanto del cambio 
precipitado como del congelamien-
to inexorable? Ver para creer.

2	 Diario EL PAÍS Internacional. 08 octubre 2013 
(N.E.)

3	 Gaspar Nuñez de Arce: “Recuerdos de la Cam-
paña de África”. 1860

¿Cabalgando el
corcel del diablo?
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GESTIÓN REGIONAL 
Y ELECCIONES

PUNO:
Panorama Regional

a actual gestión regional 
en Puno (2011-2014) es 
encabezada por un aboga-
do y periodista que provie-

ne de la influencia formativa de la 
Iglesia del sur andino en décadas 
pasadas. Mauricio Rodríguez, fue 
un entusiasta joven que laboró en 
la muy sintonizada radio católica 
Onda Azul durante muchos años y 
posteriormente fundó su propia ra-
dioemisora, Pachamama. Es en esas 
condiciones que logra fortalecer su 
condición de periodista con credi-
bilidad. El paso a la política, enton-
ces, era cuestión de tiempo.

Empleando como soporte las redes 
tejidas como periodista y laico ca-
tólico, Rodríguez inventa un grupo 
político con una denominación sui 
géneris, “Proyecto Político AQUÍ: 
Aymaras y Quechuas Unidos e Inte-
grados”. En la Región Puno, acudir 
a la afirmación y/o reivindicación de 
la identidad etnocultural es el bole-
to directo para ingresar al imagina-

rio de la población. No solo se tra-
ta de una estrategia de marketing 
electoral, la población valora las 
señales auténticas de identificación 
con el legado cultural de las matri-
ces civilizatorias andinas; pero se 
han dado experiencias y se siguen 
dando casos de vil empleo de la 
afirmación identitaria.

El primer presidente regional, David 
Jiménez (2003-2006), fundó el mo-
vimiento electoral “MARQA: Movi-
miento por la Autonomía Regional 
Quechua y Aymara”. La gestión 
estuvo plagada de denuncias de 
corrupción y desempeño señorial-
autoritario, completamente alejado 
de los supuestos postulados que 
articulaban cultura ancestral y po-
lítica. El segundo presidente regio-
nal, Hernán Fuentes (2007-2010), 
también instrumentó la afirmación 
cultural, esta vez proponiendo la 
federalización del país y consecuen-
temente la aparición del “Estado 
federal quechua-aymara”. Tal como 

ra, inclusive fue abanderado de la 
defensa de la Madre Tierra y de la 
ideologia panandina del Buen Vivir, 
que actualmente goza de respaldo 
gubernamental y constitucional en 
Bolivia y Ecuador. En su función de 
presidente regional, ahora el discur-

Eland Vera
Universidad Nacional 
del Altiplano (Puno)

“Los constantes cambios de gerentes, en el Gobierno regional, 
no son por corrupción; sino por incompetencia.” 

La actividad minera ilegal es recurrente en la región Puno

su predecesor, la gestión también 
cargó un rosario de denuncias y se 
hizo popular por su retórica radi-
cal y antisistémica. Los dos prime-
ros presidentes regionales de Puno 
también estuvieron unidos por otro 
aspecto en común: el presupuesto 
regional y las funciones económicas 
eran limitadas.

Como se aprecia, la afirmación 
identitaria ha marcado y marca la 
política puneña a escala regional, 
pero los agentes políticos de la 
reivindicación terminan borrando 
y envileciendo con la otra mano 
aquello que supuestamente defen-
dían. La gestión actual, a diferencia 
de las anteriores, tiene un mayor 
presupuesto derivado especialmen-
te del canon minero; pero nuevos 
problemas aparecen: la ineficacia 
administrativa en el gasto público y 
los conflictos mineros.

Rodriguez como periodista fue un 
tenaz opositor a la actividad mine-

sino por incompetentes. Y aqui se 
deja ver el peso perverso del clien-
telismo politico que privilegia a los 
"miembros" de la argolla (no siempre 
calificados profesionales) por enci-
ma de los "invitados", profesionales 
con mejor nivel que aquellos, pero 
menos seguros en sus cargos.

En ese contexto, "el doctor Mauricio" 
(como gusta ser llamado Rodríguez) 
ha logrado, eso sí, una interven-
ción asistencialista en el sector rural 
y montar un cuidadoso aparato de 
marketing que podrían ser útiles en 
la aventura reeleccionista. Por el mo-
mento sus rivales más fuertes serían 
dos rectores abocados a encemen-
tar sus universidades (Juan Luque, 
de Juliaca y Lucio Avila, de Puno), 
el eterno candidato de la izquierda 
señorial (Alberto Quintanilla) y el 
general que se abstuvo de reprimir 
a los antimineros (Wilman Andía). 
La mesa está servida y solo se espe-
ra que los proyectos de desarrollo 
orientados a elevar el nivel de vida 
de los puneños más pobres esta vez 
sí sean los asuntos más importantes 
en la política altiplánica.

so extractivista ha ganado el cora-
zón del otrora antiminero.

Pero más preocupante es la inefi-
cacia gerencial que ha producido 
las crisis más sonadas. Los cambios 
de gerentes no son por corrupcion; 
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n Arequipa, durante el presente año, se han pre-
sentado un conjunto de acontecimientos que 
han puesto de relieve algunas de las limitaciones 

centrales del actual proceso de descentralización.

Los mega proyectos requieren de un 
Plan Nacional de Desarrollo

La Región tiene definido un conjunto de proyectos macro 
regionales para su desarrollo. Mucho de ellos involucra a 
otras regiones del sur; lo que es una fuente de tensión y 
conflicto.

El más emblemático es el proyecto Majes Siguas II. Este 
proyecto agro energético busca ampliar la frontera agrí-
cola arequipeña en 38,500 hectáreas y crear dos hi-

droeléctricas, represando en Angostura al río Apurímac. 
Habiéndose generado el rechazo en la población de Espi-
nar en Cusco, que considera que ello disminuirá el caudal 
de un río que atraviesa su territorio y es esencial para su 
desarrollo agropecuario.

Esta controversia se judicializó rápidamente llegando has-
ta el Tribunal Constitucional quien, para resolver, solicitó 
un estudio de balance hídrico integral de la Cuenca Alta 
del río Apurímac a la Oficina de las Naciones Unidades de 
Servicios para Proyectos (UNOPS); el mismo que ha culmi-
nado y debe serle entregado en estos días.

Nada garantiza que con el fallo del máximo organismo 
constitucional culmine esta controversia. Es más, algunas 
autoridades de la región Cusco, y de la provincia de Es-

pinar, ya han adelantado su opinión en el sentido que 
desconocen el estudio de balance hídrico por no haberse 
basado en un riguroso trabajo de campo.

Se está ante un litigio típico entre dos regiones. Visto sólo 
desde los intereses de cada una, no es posible generar 
una solución compartida. Sólo puede ser resuelto en el 
marco de una visión macro regional y de un plan nacional 
de desarrollo; el mismo que defina y compense los planes 
y proyectos de desarrollo de los territorios en base a sus 
potencialidades, recursos y vocaciones.
 
Otras tensiones son las que se generan en torno al futuro 
de los puertos de Ilo y Matarani, en relación con la ubica-
ción del polo petroquímico del proyecto del Gaseoducto 
Sur Andino, así como del rol dentro del comercio de Bra-
sil, Bolivia y de la Cuenca del Pacífico, la Interoceánica y el 
desarrollo de la minería en el Sur.

Las competencias de las diferentes instancias de 
gobierno

Aparentemente, las responsabilidades y competencias de 
cada uno de los tres niveles de gobierno (Nacional, Regio-
nal, Local) están claramente establecidas, pero en la prác-
tica siguen existiendo cruces, interferencias y duplicidad.

El caso más emblemático en estos meses ha sido el pro-
ceso de formalización de la minería artesanal. Dentro de 
las competencias del tema minero, la pequeña minería es 
responsabilidad de los Gobiernos Regionales; sin embar-
go, la formalización es dirigida y ejecutada directamente 
desde el Ministerio del Ambiente; él marca las pautas, 
los tiempos y las sanciones, reduciendo la función de los 
Gobiernos Regionales a tramitadores de las solicitudes, 
pese a que son éstas la instancia que a diario tienen que 

resolver los denuncios, demandas y situaciones sociales 
que genera este tipo de minería artesanal. Este es un tipo 
caso de competencias compartidas no resuelto adecua-
damente.

A principios de año, la ciudad de Arequipa se vio afectada 
por lluvias torrenciales que hizo colapsar sus principales 
vías y, una vez más, puso en evidencia la falta de alcanta-
rillado. Tanto en la emergencia como en la reconstrucción 
se mostró los cruces y duplicidad de competencias en las 
diversas instancias de gobierno.

Los ministros, durante sus horas de visita, diagnosticaron 
y decidieron subestimando a las autoridades locales; és-
tos a su vez mostraron una total falta de coordinación y 
mando de acuerdo a sus responsabilidades: El resultado: 
respuesta ineficiente a la emergencia y burocratismo en 
la reconstrucción.

La relación de los gobiernos subnacionales con los orga-
nismos sectoriales del gobierno central sigue siendo un 
espacio de permanente conflicto. Más notorio aún cuan-
do estos últimos tratan de asumir funciones ejecutoras 
en el ámbito nacional; los programas del Ministerio de 
Desarrollo e Inclusión Social y de la Mujer son los más 
emblemáticos de esta relación.

La indefinición de las competencias también se da entre 
las instancias sub nacionales. Por ejemplo, el desarrollo 
urbano de la ciudad, por su crecimiento y peso en el con-
junto de la región, es de mucho interés para el Gobier-
no Regional, quien termina interviniendo en el ámbito 
municipal o local. No solo asumen obras como puentes, 
variantes y vías de acceso a la ciudad, sino teniendo la 
competencia de la administración de los terrenos eriazos 
del Estado, concesionándolos al margen del plan de desa-
rrollo urbano de la ciudad; comprometiendo la expansión 
urbana.
 

Las fuentes de financiamiento para el desarrollo 
sostenible de las regiones

La disminución de los recursos del canon ha puesto en el 
tapete la calidad de gastos de los gobiernos regionales y 
municipios y, sobre todo, la precariedad de los recursos 
para financiar el desarrollo de manera sostenible.

José Lombardi 
Consultora Reverso SAC (Arequipa)

y los principales 
PROBLEMAS de la

AREQUIPA
DESCENTRALIZACIÓN
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El cambio del aporte voluntario al gravamen minero no le 
es muy ventajoso a Arequipa. El aporte voluntario, si bien 
lo manejaban directamente las fundaciones creadas por 
las empresas mineras, se realizaban dentro de las mismas 
regiones y con mecanismos de decisión y ejecución bas-
tante ágiles Es así como la ciudad ha podido modernizar 
algunos intercambios viales, con el aporte de la Empre-
sa Minera Cerro Verde. Con la modalidad de gravamen 
minero, el recurso es captado por el Gobierno Central, 
se incorpora como recurso público y, desde ahí, se dis-
tribuye en gastos sociales y para 
las regiones y municipios. Esto es 
sustancialmente lo que cambia.

Ahora bien, el tema de fondo es 
de dónde deben provenir los re-
cursos para financiar el desarro-
llo regional o local. El único ca-
mino es el de la inversión privada 
y la recaudación fiscal. Lo prime-
ro está estrechamente vinculado 
a las políticas de fomento de la 
inversión privada en las regiones, 
y lo segundo con la descentrali-
zación fiscal.

En Arequipa se han empezado a dar algunos pasos signi-
ficativos en la relación con la inversión privada. No sólo se 
ha negociado en el marco de Convenios Marcos de ejecu-
ción de obras estratégicas, como la Planta de Tratamiento 
de Agua Potable (La Tomilla II) y la planta de tratamiento 
de aguas servidas con la Empresa Minera Cerro Verde, sino 
que también se ha empezado a trabajar en la modalidad 

de impuestos por inversión, en base a lo cual se financia 
un importante puente sobre el río Chili en base al consor-
cio del Grupo de Interbank, SPCC y el Grupo Gloria. Hay 
que tener presente que, en estos casos, se está adelantan-
do impuestos que, a futuro, ya no entrarán al Estado, por 
tanto disminuirá también la recaudación y el canon.

En todo esto lo que no cambia es el centralismo de la re-
caudación del Estado; el crecimiento de la inversión priva-
da en las regiones sigue alimentando a Lima y al Gobierno 

Central. Urge asumir un meca-
nismo de descentralización fiscal 
que permita que los recursos ge-
nerados en las regiones queden 
en ellas y sean el sustento para 
financiar su desarrollo. Todo lo 
demás (canon, regalías, aportes, 
compromisos etc.) son recursos 
temporales y transitorios.

Para avanzar en el proceso de 
descentralización debe resolver-
se: el plan nacional de desarro-
llo con inclusión de proyectos 
estratégicos de las regiones, de-
terminar las competencias y sus 

relaciones entre los diversos niveles de gobierno y el fi-
nanciamiento del desarrollo en base a la inversión privada 
y la descentralización fiscal. De lo contrario, el crecimien-
to se dará en un marco de conflictividad entre pueblos, 
dispersando recursos y esfuerzos y perdiéndose la opor-
tunidad para un desarrollo territorial sostenible con des-
centralización económica y política.

Actualidad
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ablar de los derechos sue-
na anacrónico para unos, 
teórico y hasta descono-
cido para otros. Pregun-

témonos por la presencia que tiene 
esta dimensión clave de la democra-
cia, para luego hacer lo mismo en es-
pacios diferentes de la sociedad.

¿Qué espacio hay en el contexto 
actual para hablar de derechos?1

El gobierno de Ollanta Humala (2011-
2016) ha establecido las políticas de 
inclusión social como uno de los ejes 
rectores de la lucha contra la pobreza 
y desigualdad. Estas políticas sociales 
han generado programas que se han 
enfocado en las poblaciones de ex-
trema pobreza, con un énfasis en un 
enfoque técnico que busca diferen-
ciarse de políticas anteriores de corte 

1	 El nombramiento de la Congresista Martha 
Chávez, del fujimorismo, como responsable de 
la Comisión de Derechos Humanos en el Con-
greso representa un pésimo signo sobre el valor 
que dan los congresistas a los derechos huma-
nos

Rosa Alayza
Pontificia Universidad Católica del Perú – PUCP

Instituto Bartolomé de Las Casas - IBC

clientelar. La participación ciudadana 
fue considerada desde el 2000 en la 
transición democrática como un cri-
terio de organización de la política 
pública y como una forma de control 
social. Pero esta dimensión se ha di-
luido o alejado de su origen o simple-
mente no se aplica. Esto deviene de 
una combinación de elementos, de 
un lado por la tendencia del gobier-
no anterior y actual de no enfatizar 
en ella y, por otro, coincide con un 
sentido pragmático de varios sectores 
populares que valoran la participa-
ción solamente si los resultados espe-
rados tienen un carácter inmediato. 
Perspectiva que además va en contra 
de las dinámicas de participación, 
donde los resultados, más que algo 
garantizado por el Estado, represen-
tan una promesa a lograr sujeta a los 
vaivenes políticos, donde la partici-
pación supone presionar por resul-
tados. Como escribió Sinesio López: 
“el ejercicio del derecho ciudadano a 
la participación sirvió en el Perú para 

el proceso de reconocimiento de los 
otros derechos”2.

Esta forma de no valorar la partici-
pación ciudadana revela una mirada 
en la que no se ve al Estado como 
el que tiene que velar por mis dere-
chos, sino como aquél que tiene que 
responder a mis necesidades. Es más, 
si mis necesidades son urgentes, no 
voy a malgastar mi tiempo en una 
aventura que puede no llegar a buen 
puerto. ¿Quién me asegura una res-
puesta? Ni la autoridad ni yo como 
ciudadano. En los sectores populares 
que tienen esta visión, el lenguaje de 
los derechos está poco presente, y en 
todo caso, su discurso se construye 
sobre sus demandas inmediatas que, 
sin embargo, les podría llevar a ejer-
cer derechos aunque no esté en su 
discurso. Destacan así grandes bol-
sones de la población que coinciden 
con un Estado que promueve políti-

2	 LÓPEZ, Sinesio. “Ciudadanos reales e imagina-
rios: concepciones, desarrollo y mapas de la 
ciudadanía en el Perú”. Lima, IDS, 1997

NOSOTROS?

Los Derechos

¿Viven entre
CIUDADANOS
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cas que apuntan a satisfacer caren-
cias o demandas, y si son carencias se 
trataría de sectores de pobreza extre-
ma. Es decir, esta política pública ve al 
poblador como un beneficiario antes 
que como un ciudadano del Estado.

Lo descrito antes no es un juego de 
palabras o conceptos, sino que más 
bien revela una manera cómo se da 
la relación entre el Estado y la socie-
dad, sin una perspectiva del ejercicio 
de derechos que, como dijimos, no 
quiere decir que no se desarrollen en 
los hechos. Pero asumir una perspec-
tiva de derechos en el Estado implica-
ría una dimensión de reconocimiento 
expreso de quiénes y cómo son en 
particular los sectores a atender por 
la política, y a buscar establecer no 
solo los programas de atención, sino 
hacerlo en condiciones de trato igua-
litario. Pero la distancia entre el Esta-
do peruano y muchos sectores de la 
población es tal, que su sola presen-
cia bajo un programa determinado 
trae consigo un factor de reconoci-
miento del poblador, por el Estado, 

petróleo) y construcción de mega 
proyectos. No se trata de una política 
marginal, al contrario, representa una 
que incluye a sectores diversos de la 
población indígena que han tenido y 
tienen poca relación con el Estado y, 
por otro lado, contempla políticas de 
inversión que son claves para el creci-
miento económico, donde el Estado 
tendría que simultáneamente garan-
tizar el respeto a las partes y cómo se 
canalizan los recursos para un desa-
rrollo sostenible. La gran perspectiva 
del desarrollo sostenible tiene a los 
derechos como una pieza clave, e in-
cluye a las partes mencionadas como 
piezas de un rompecabezas, que coo-
peran y no que solo jalan agua para 
su molino, como ocurre mayormente. 
Pregunto: ¿qué instrumentos institu-
cionales debieran elaborarse para que 
el Estado peruano garantice el respeto 
a los pueblos indígenas?, ¿cómo los 
pueblos indígenas podrían no dejar-
se manipular? y ¿cómo las empresas 
extranjeras se ubican con estas pobla-
ciones de modo activo en el esquema 
actual de desarrollo sostenible?

como recipiente de la política que 
se imparte, pero no necesariamente 
como un ciudadano pleno, con voz 
y con formas de sentir y ser propias.

Una problemática que representa una 
gran interrogante respecto a la postu-
ra del Estado peruano en relación con 
los derechos humanos tiene que ver 
con el trato a los pueblos indígenas 
con, entre otras cosas, la ley de Con-
sulta previa, promulgada en el 2011, 
pero que ha sufrido muchos reveses al 
punto que está paralizada3. Y aunque 
se hayan hecho algunas consultas, 
no se han dado hasta ahora pasos 
para su sostenibilidad, por ejemplo: 
la demora en el reemplazo del vice 
ministro de Interculturalidad y en la 
publicación de la base de datos de los 
pueblos indígenas. Una política deja 

3	 TORRES, Javier. “Política indígena la deriva”. 
Lima, Diario 16, 25 de setiembre 2013. Allí 
explica que los vacíos de esta política tienen 
que ver con la decisión presidencial de sacar 
adelante el proyecto Camisea, que implicó un 
impase con el vice ministerio de Interculturali-
dad en la aprobación del EIA, porque compro-
mete la vulneración de derechos de pueblos 
indígenas en esa zona

de existir, incluso aunque esté apro-
bada, cuando no tiene las herramien-
tas para su gestión. Además, esta 
política supone una amplia discusión 
sobre sus alcances, no solo en el caso 
de las empresas extractivas sino de los 
grandes proyectos de infraestructura, 
como carreteras e hidroeléctricas, que 
se desarrollan en zonas donde viven 
poblaciones indígenas.

El tema anterior es muy recurrente 
porque el modelo económico que 
prima se basa en la gran inversión 
extranjera, orientada a la extracción 
de recursos naturales (minerales, gas, 

Los conflictos sociales

Recientemente los conflictos han 
disminuido en número y se deben 
mayormente a razones económico-
sociales, lo que tiene que ver directa-
mente con el crecimiento económico 
que aumenta las expectativas salaria-
les (médicos, enfermeras, trabajado-
res estatales etc.), o de distribución 
de recursos económicos (canon, fon-
dos de compensación) debido a la 
presencia minera4. De otro lado, el 
Estado mediante la PCM ha perfilado 
su política de prevención de conflic-
tos sociales que, según sus documen-
tos, enfatizaría la prevención al mirar 
al conflicto como una oportunidad y 
la promoción del diálogo mediante el 
establecimiento de las mesas de diá-
logo y desarrollo. Este nuevo enfoque 
trata de articular con los gobiernos 
regionales para que ellos se involu-
cren en la solución. Es prematuro 
hablar de los resultados, sin embar-
go resulta interesante que se incluyan 
instancias provinciales y regionales en 
la resolución de los conflictos, dado 
que están más próximos a la pobla-
ción. Pero queda la pregunta de si  
los gobiernos regionales o provincia-
les hacen parte de un sistema mayor 
y cuentan con unidades de diagnós-
tico y resolución de los conflictos o 
básicamente cumplen un papel de 
intermediarios con el Estado central 
o con las empresas.

Mayormente la población tiende a ser 
solidaria con los sectores en conflicto, 
de hecho una gran desconfianza en 
el Estado les lleva rápidamente a em-
patar con los que protestan; sin em-
bargo, también ocurre que cualquier 
desinformación que hable negati-

4	 ARELLANO, Javier. “Resurgimiento minero en 
Perú: ¿una versión moderna de una vieja mal-
dición?”. Colombia Internacional # 67, enero-
junio 2008, pp.60-83

Aunque se hayan 
hecho algunas 

Consultas, no se 
han dado hasta 

ahora pasos para 
su sostenibilidad

vamente de los demandantes lleva 
también a la distancia, con lo cual ve-
mos que el apoyo no es seguro. Para 
quienes están lejos del conflicto, son 
los medios de comunicación quienes 
ejercen un gran peso al darnos una 
versión de ellos y, generalmente, con 
pocas precisiones respecto a los pro-
tagonistas y contexto. Por otro lado, 
el ejercicio de la fuerza contra los 
manifestantes sigue siendo justifica-
do legalmente, aunque tampoco eso 
está bien visto por la población. En 
la mayor parte de las descripciones 
de los conflictos encontramos a “los 
protestantes”, no así a “los ciudada-
nos que demandan” o que tienen 
voz para explicarse. Si a eso se suma 
que “los protestantes” bloquean un 
camino o pista, corren el riesgo de 
ganarse rápidamente la oposición de 
la población.

Si bien la población en general tiende 
a reconocer cada vez más sus dere-
chos, vemos como este lenguaje no 
es usado ni exigido muchas veces en 
el trato del día a día. Eso se constata 
en el uso de los servicios de transpor-
te público o de salud o de justicia; 
por eso tampoco sorprende que los 
peruanos y peruanas no nos sinta-
mos como ciudadanos, pues para 
que eso ocurra habría que aumentar 
el alcance y cambiar el trato que otor-
gan estos servicios. Vemos pues que 
hablar de la violación de nuestros de-
rechos humanos no implica mirar la 
represión justificada o no legalmente, 
lo vivimos en el día a día. Para que 
se respeten los derechos necesitamos 
cambiar las formas de tratarnos e ir 
hacia la perspectiva ciudadana de los 
derechos que alimente y organice las 
formas de relación entre el Estado y 
la sociedad, de tal modo que el ser 
humano y su dignidad estén en el 
centro de todo y no sea como ahora 
el objeto del poder de los demás.
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Miguel Jugo
Coordinadora Nacional 
de Derechos Humanos

uizás resulte un contra-
sentido que en un país, 
cuyos rangos de creci-
miento económico son 

importantes, tengamos también 
como fenómeno principal los con-
flictos sociales. La Defensoría del 
Pueblo, mes a mes, nos reporta la 
permanencia de más de 210 con-
flictos sociales de diferente motiva-
ción: socio ambientales; asuntos de 
gobiernos locales, comunales, regio-
nales y nacionales; laborales; elec-
torales; cultivo ilegal de coca; entre 

otros. Algunos de ellos llegan a tor-
narse violentos y en algunas oportu-
nidades muy violentos.

El tema es que hay un conjunto de 
problemas y derechos no atendidos, 
de parte del Estado y los gobiernos, 
que hace que las poblaciones acu-
dan a las protestas sociales como un 
medio para demandar la atención 
estatal de estos derechos.

La Defensoría del Pueblo (DP) seña-
la, en su informe sobre “Violencia en 

idea de que la violencia es un medio 
eficaz, para alcanzar los objetivos”2.

Ante esta situación, una de las accio-
nes de los gobiernos ha sido, por un 
lado, la atención a través de mesas 
de diálogo y otros; sin embargo, la 
criminalización de la protesta social 
ha sido una fórmula muy utilizada 
por los Estados.

La criminalización de la protesta so-
cial se define como un proceso po-
lítico, legal y social cuyos objetivos 
son convertir en “crimen” esta ac-
tividad, aislar a los líderes sociales, 
convertirlos en “criminales” y afectar 
a las organizaciones sociales oposi-
toras. Esta, que no sólo se practica 
en el Perú sino en muchas regiones 
de América Latina, ha sido objeto de 
estudio de diversos analistas.

Atilio Borón, señala: “Lo que es-
tamos viendo en nuestros días, en 
síntesis, no es un fenómeno entera-
mente novedoso, sino la profundiza-
ción de esa tendencia propia de la 
sociedad capitalista a criminalizar, a 
penalizar, a culpabilizar a las víctimas 
del sistema. Como decía Malthus, los 
responsables de la cuestión de la po-
breza son los propios pobres”3.

Por otro lado, Débora Cerruti y Ma-
ría Pía Silva, nos dicen: “Partimos de 
la premisa de que la criminalización 
nunca es individual, sino que siem-
pre es colectiva; lo que se está crimi-

2	 Id.
3	 BORÓN, Atilio y otros. “La dimensión represiva 

y militar del modelo de desarrollo”. Asunción, 
BASE IS, DIAKONIA, SERPAJ-PY, 2011

nalizando por medio de la individua-
ción es al colectivo en su conjunto y 
las acciones que este lleva adelante 
como tal” 4.

Es decir, esta es una acción que no 
solo afecta a individuos sino a colec-
tivos. En esta oportunidad vamos a 
analizar la situación de este proceso 
en el Perú.

Según Raphael Hoetmer: “La crimi-
nalización de la disidencia median-
te el ataque sistemático a través de 
los medios masivos y la política he-
gemónica de las personas que ex-
presan su oposición al status quo; 
la judicialización de la protesta me-
diante la penalización de la acción 
política disidente; la construcción 
de un marco legal, como el uso de 
leyes antiterroristas; la privatización 
de la seguridad; y la militarización, 
es decir, la creciente intervención mi-
litar en la sociedad a través de bases 
militares, campañas de ayuda huma-
nitaria efectuadas por el ejército y 
mecanismos legales que permiten su 
participación en el manejo de pro-
testas. Estas políticas de seguridad 
buscan obstruir la constitución de 
sujetos (políticos) desde los conflic-
tos, a través de la cooptación (si fue-
ra posible), o la destrucción (si fue-
ra necesaria) de las organizaciones 
sociales”5. Todas estas situaciones las 

4	 CERRUTI, Débora y María Pía SILVA. “Crimina-
lización de la protesta y regionalización de la 
resistencia: procesos que atraviesan a la Unión 
de Asambleas Ciudadanas”. Contrapunto. 
Montevideo, 2013, número 2, pp. 155-166

5	 HOTMER, Raphael. “Reflexiones sobre mo-
vimientos sociales, democracia y minería en 
Perú”. Contrapunto. Montevideo, 2013, nú-
mero 2, pp. 143-154

los conflictos sociales”1: “Otro rasgo 
de los conflictos es su forma de dar 
a conocer los problemas y de llevar 
al espacio público determinadas de-
mandas”. Es decir, hay una concien-
cia en cierta parte de la población de 
que la única forma de lograr aten-
ción para sus demandas es a través 
de los conflictos sociales; es más, la 
DP señala: “Subsiste además en la 
lógica de la protesta de algunos di-
rigentes y organizaciones sociales la 

1	 Informe Defensorial No 156 – marzo del 2012

vamos a verificar si es que se produ-
cen o se han producido en el Perú.

Podemos decir que el primer caso de 
“Criminalización”, en el Perú, sería el 
de la oposición de un conjunto de or-
ganizaciones sociales y ONGs frente 
al proyecto Minero “Río Blanco”. En 
el año 2005 se les acusó de ser parte 
de una “telaraña del terror”; no in-
teresaba que entre los miembros de 
esta supuesta “red” estuvieran nada 
menos que Monseñor Oscar Cantua-
rias y Monseñor Daniel Turley, Obis-
pos de Piura y Chulucanas respecti-
vamente; así como Radio Cutivalú 
y ONGs de la Región. Pero estas no 
fueron sólo acusaciones mediáticas: 
22 personas, entre dirigentes socia-
les, activistas de derechos humanos 
y ambientalistas, fueron sometidos a 
investigación fiscal por terrorismo6. 
Dos años después se archivó la acu-
sación.

En un país como el Perú, que ha su-
frido por años el flagelo del terro-
rismo, una acusación de este tipo 
significa una estigmatización social y 
un serio riesgo para la seguridad de 
las personas, obviamente lo que se 
busca es aislar su prédica y reclamo.

No es extraño que el primer caso se 
haya producido en el 2005, ya que 
el 2004 es señalado como el año 
donde las industrias extractivas ini-
ciaron una acción muy activa sobre 
el territorio nacional; estos proyectos 
extractivos se sobreponían a territo-

6	 http://www.11.be/11/111111-espanol/artikel/
detail/detail/majaz_peru_resumen_situacion_
legal,102804
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rios de propiedad de Comunidades 
Campesinas, comunidades nativas 
amazónicas y en muchos casos de 
propiedad de Pueblos Indígenas.

El Estado peruano una vez más de-
mostró una incapacidad para respe-
tar los derechos fundamentales de 
sus pobladores; es decir, el Estado 
fue incapaz de respetar el derecho 
a su autodeterminación: “Todos los 
pueblos tienen el derecho de libre 
determinación. En virtud de este de-
recho establecen libremente su con-
dición política y proveen asimismo 
a su desarrollo económico, social y 
cultural”7.

Esta situación de criminalizar los 
conflictos tuvo su desarrollo de ma-
yor tragedia, con el llamado Bagua-
zo en junio del 2009, cuando el Eje-
cutivo entendió que se debía dar una 
lección a los indígenas, que llevaban 
más de dos meses de huelga, recla-
mando la modificación de Decretos 
Legislativos que afectaban sus dere-
chos. El entonces Presidente García, 
con sus artículos llamados “El Perro 
de Hortelano”8 y sus posteriores de-
claraciones sobre que los indígenas 
se creían ciudadanos de primera 
categoría9, reveló cómo es que des-
de la más alta investidura estatal se 
puede criminalizar, en este caso a los 
Pueblos Indígenas amazónicos.

La situación actual

El gobierno de García dejó cuatro 
Decretos Legislativos, 982, 983, 988 

7	 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos. Art. 1.1

8	 GARCÍA, Alan. “El síndrome del perro del hor-
telano”. El Comercio, 28 de octubre 2007.  
“Receta para acabar con el perro del hortela-
no”. El Comercio, 25 de noviembre 2007. “El 
perro del hortelano contra el pobre”. El Co-
mercio, 2 de marzo 2008.

9	 “No son ciudadanos de primera clase. No va-
mos a sobreponer los intereses de estos indí-
genas por encima de los de 28 millones de ciu-
dadanos” (Alan García, 8 de Junio del 2009)

y 989, publicados el 22 de julio del 
2007, donde se establecen amplias 
facultades a las fuerzas militares y 
policiales. En la actualidad no exis-
te ningún atisbo de ser corregidos o 
enmendados.

El Decreto Legislativo 982 tergiversa 
totalmente el sentido de la extor-
sión, al establecer que se trata de 
situaciones que no buscan obtener 
ventajas económicas indebidas, sino 
“de cualquier otra índole”. Entonces, 
una marcha puede ser considerada 
un nuevo delito de extorsión, ele-
vando sus penas a diez años. Sin 
embargo, se presenta un agravante: 
cuando se actúa entre dos o más 
personas, la sanción aumenta, osci-
lando entre 15 a 25 años.

El Peligroso 1095

El 01 de setiembre del 2010, con el 
ingeniero Rafael Rey de Ministro de 
Defensa, se promulgaron 3 decre-
tos legislativos muy graves para la 
situación de los derechos humanos: 
1094, 1095 y 1097. Felizmente, el 
último (que garantizaba la impuni-
dad a violadores de derechos huma-

nos) fue derogado 15 días después; 
sin embargo, los otros dos quedaron 
en pie.

Se ha señalado con mucha claridad 
los problemas con el DL 1095, que 
permite el ingreso de las Fuerzas Ar-
madas para manejar conflictos so-
ciales. Esto es realmente peligroso y 
con grave riesgo para los derechos 
humanos. Hasta la fecha no hay nin-
guna propuesta para su derogación 
en el Congreso; lo que se ha pro-
puesto es su ampliación10. Reciente-
mente, la declaratoria de emergen-
cia en Cajamarca se amparó en este 
Decreto claramente inconstitucional 
y antidemocrático.

En el caso del Perú, la confianza en 
las instituciones es menor al pro-
medio regional en todos los casos, 
con excepción de la Iglesia Católica y 
otras iglesias (67%), mientras que el 
nivel más bajo lo reciben los partidos 
políticos (13%) y el Congreso de la 
República (14%).

10	 Ver Dictamen 8/2011-CR y 301/2011–CR, 
Texto sustitutorio se propone la ley que mo-
difique el DL 1095, que establece reglas de 
empleo y uso de la fuerza
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¿Nos podría explicar cómo traba-
ja la Corte Interamericana en la 
región?

Como cualquier tribunal, la Corte 
tiene que resolver los casos que van 
llegando a ella, no puede buscar sus 
propios casos ni priorizar temas, tiene 
que tratar todos los casos por igual, 
de manera que lo más parecido a ella 
es la Sala de Emergencia de un hospi-
tal. Probablemente al médico le gus-
taría atender ciertas dolencias, pero 
le llegan pacientes de todo tipo.

Entrevista a 
Diego García-Sayán, 
miembro de la Corte 

Interamericana de 
Derechos Humanos

Diana Tantaleán
Oficina de Coordinación 

del Sector Social
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Los Derechos Humanos son 
un tema actual siempre, más 
en nuestro contexto político 

donde visualizamos constantes 
protestas y reclamos de la 

población. El Juez Diego 
García-Sayán, hasta hace 

poco Presidente de la Corte 
Interamericana de Derechos 

Humanos, nos da su visión del 
país y la región en este tema.

estupendo, la gente ve que funciona. 
Cuando esto se conecta con los pasos 
que se dan al interior de algunos paí-
ses, donde las sentencias no quedan 
en la estratósfera sino que se aplican, 
y existen jueces nacionales que reco-
gen conceptos de algunas sentencias 
para resolver su caso, uno se encuen-
tra con que la población lo sigue con 
mucho interés.

Cuando en octubre convocamos a 
una Audiencia Pública en México, en 
menos de un día se habían inscrito 
más de 8500 personas como obser-

Durante mi gestión como presidente 
de la Corte he tratado de enfatizar 
el carácter sustantivo de un Tribunal 
de Derechos Humanos, orientado 
a la gente, a sus problemas, a pre-
venir violaciones futuras y resolver 
violaciones pasadas. Hemos hecho 
mucho esfuerzo para acercar la Cor-
te a la gente, para tener audiencias y 
sesiones públicas en diferentes partes 
del continente; hemos tenido un pe-
riodo de sesiones muy importante en 
Medellín, México y Brasilia, donde el 
propósito es que se vea el trabajo de 
la Corte. El efecto de reproducción es 

HOY LA GENTE CUENTA

SER CONSULTADA
PARA OPINAR Y
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vadores. Esto demuestra que existe 
un enorme interés por la trascenden-
cia de esas discusiones para lo que 
deciden hoy día jueces de Perú, Méxi-
co, Colombia y en otros lados.

¿Considera que en América latina 
hay mayor apertura a los fallos de 
la Corte Interamericana o se ma-
neja con recelo?

En todas las zonas donde hay tribu-
nales, básicamente Europa y Amé-
rica Latina, a veces a los Estados les 
molesta determinada decisión; eso es 
normal y pasa también en los juicios 
nacionales de actores privados. Creo 
que lo más importante es la consta-
tación de que la mayoría de senten-
cias de la Corte están en proceso de 
cumplimiento, pues son sentencias 
complejas y, lo más importante, que 
los jueces nacionales están utilizando 
cada vez más los criterios de la Cor-
te para resolver sus propios casos: 
Cortes Supremas, Tribunales Consti-
tucionales y jueces de otros escalo-
nes jerárquicos, a veces los propios 
sistemas judiciales lo han establecido 
como política jurisdiccional; ya lo han 
definido el Tribunal Constitucional del 
Perú, la Corte Suprema de México, la 
Corte Constitucional de Colombia. 
Entonces no son 7 jueces Interame-
ricanos, que son los que integran la 
Corte, sino miles de jueces Interame-
ricanos en Toluca, México; en Antio-
quia, Colombia; o en Ica, Perú.

¿Qué balance puede hacer de la 
región en materia de derechos 
humanos? ¿Cuán vulnerables to-
davía estamos como ciudadanos?

Yo creo que el punto de partida es que 
el vaso esta medio lleno y no al revés. 
La problemática de los derechos hu-
manos es enorme. Los derechos socia-
les están todavía en penumbra en un 
continente donde todavía existe tanta 

tener su propia cotidianidad respe-
tada; es decir, poniendo un ejemplo 
extremo, si durante un año uno no 
puede salir de su trabajo o de su casa 
porque hay una protesta social masi-
va de mineros o maestros, se empie-
zan a afectar derechos de terceros.

La protesta social tiene como límite 
que se ejerza dentro del marco de 
la ley y que los intereses de terceros 
no sean grosera e irrazonablemente 
afectados; que impida, por ejemplo, 
el desplazamiento para llegar a cole-
gios, universidades o centros de tra-
bajo. Como ha pasado en los últimos 
meses en México o Colombia. Creo 
que las cosas no son blancas o negras, 
eso depende de cada circunstancia; 
la clave es que exista una autoridad 
democrática, no con el propósito de 
la represión de la protesta social, sino 
de la ponderación de los otros intere-
ses que puedan verse afectados, que 
pueda ver cuáles son los límites.

Por eso es importante que la autori-
dad sea democrática, no solamente 
en su origen, sino en su comporta-

pobreza y exclusión, y los derechos po-
líticos tienen situaciones que los ame-
nazan. La misma delincuencia común 
propicia, eventualmente, reacciones 
autoritarias por parte de los Estados, 
lo que hoy día es una problemática la-
tinoamericana generalizada. Sin em-
bargo, hago un balance básicamente 
positivo. Más allá de las estadísticas 
favorables frente a lo que fueron las 
negras épocas de las violaciones ma-
sivas y sistemáticas, lo más relevante 
es la percepción creciente de la gente 
de sus derechos. Esto se manifiesta, 
entre otras cosas, en que a la Corte 
llegan muchos más casos que antes. 
Podemos ver casos de discriminación 
étnica, discriminación por orientación 
sexual, acceso a la información, pro-
piedad privada, medio ambiente, etc., 
situaciones que hace 10 o 15 años no 
se pensaba que pudiera llegar a un Tri-
bunal Internacional, que este resuelva 
el caso y que el Estado, después de 
eso, cumpla con la sentencia.

No habrá nunca un Tribunal lo sufi-
cientemente poderoso como para 
impedir que haya violaciones a los 
derechos humanos. La vacuna prin-
cipal será siempre la gente con su 
conciencia, con la capacidad de reac-
cionar cuando algo negativo se pre-
sente y la capacidad de actuar para 
prevenir y diseñar mejores conductas 
en la sociedad y en el Estado. 

Uno de los medios para reforzar 
esta conducta es a través de las 
organizaciones que trabajan en 
defensa de los derechos humanos 
¿Cómo ve su labor en la actuali-
dad?

En las fases autoritarias se identifica 
mucho más su papel de denuncia, de 
confrontación con las conductas auto-
ritarias de los gobiernos. En fases de-
mocráticas, aparentemente, eso se di-
luye un poco porque tienen otro tipo 

miento; no significa tolerar todo, sino 
ejercer la autoridad.

Y en el caso de las comunidades 
indígenas y amazónicas, quienes 
han tenido constantes conflictos 
con el Estado ¿Cómo ve el res-
peto a sus derechos por parte del 
Estado peruano y qué faltaría por 
hacer?

Este es un fenómeno continental que 
tiene que ver con dos cosas: la expan-
sión de la inversión privada y pública 
en áreas donde antes la extracción 
de recursos naturales no era renta-
ble, y ahora sí lo es; y la mayor ca-
pacidad fiscal para ciertas inversiones 
públicas, en materia de irrigación, 
represas hidroeléctricas, carreteras, 
etc. Actualmente se están ubicando 
en tierras y territorios tradicionales, a 
veces intocados, porque la inversión 
no había sentido la necesidad de lle-
gar ahí. Hoy día existen 14 países en 
América latina que presentan esta 
situación de conflicto, entre recursos 
protegidos por los indígenas y necesi-
dades de empresas o de la sociedad. 

de papel, ya no es esencialmente de 
confrontación, sino de colaboración.

A veces las organizaciones son in-
comprendidas por el papel que jue-
gan de denuncia, de violaciones pre-
sentes o pasadas; a veces es percibida 
con incomodidad por algunos acto-
res, pues preferirían que esas organi-
zaciones no existan.

El reto es ir combinando el papel 
esencial y legítimo de denunciar las 
violaciones, a través de los canales 
nacionales o internacionales, junto 
con el papel de contribuir a la cons-
trucción de una institucionalidad y 
de una conciencia más democrática 
(afirmando la obligación de las auto-
ridades a consultar, generando con-
ductas de inclusión social y étnica, 
desarrollando en la gente la abomi-
nación por toda forma de exclusión 
o discriminación). En el Perú todavía 
es muy grande la discriminación ét-
nica y no se le combate lo suficiente. 
Ahí existe una tarea pedagógica muy 
importante en la que todavía podría-
mos hacer más.

Cambiando de tema: en el Perú, 
hace algunos años, se han imple-
mentado normas bastante represi-
vas en contra de las protestas de la 
ciudadanía ¿Cree que esto vulnera 
los derechos de los ciudadanos?

Esto hay que verlo en situaciones es-
pecíficas. Existe un concepto de equi-
librio, de la ponderación, donde en 
una sociedad democrática el derecho 
a la organización y a la protesta so-
cial es uno de los componentes fun-
damentales, y no puede haber una 
democracia que impida que la gente 
exprese su protesta social, ejercer su 
derecho a la movilización publica, o 
a la huelga cuando toca el caso. Sin 
embargo, también existen los dere-
chos del conjunto de la sociedad a 

Esto está en México, Guatemala, Co-
lombia, Ecuador.

Esto plantea una serie de nuevos te-
mas que están sobre el tapete en to-
dos lados, no solamente en el Perú, es 
cómo compatibilizar esos proyectos y 
las necesidades de inversión, con las 
necesidades sociales y ambientales 
que existen en nuestras sociedades. Es 
un tema capital que expresa que las 
cosas tienen que hacerse de manera 
distinta a como se hacían en el pasa-
do, cuando bastaba con una resolu-
ción administrativa o una decisión 
política; hoy la gente cuenta para ser 
consultada, para opinar, y porque ella 
espera también recibir algún benefi-
cio tangible, concreto. Esto conlleva a 
pasar por una fase de “tránsito”, don-
de lo que más salta son los intereses 
en conflicto, entre “yo no quiero que 
toquen mi territorio” y quien dice “es 
indispensable que la carretera pase 
por ahí” o “que se haga un trabajo de 
exploración minera acá”.

Los Estados latinoamericanos están 
en fase de construir una instituciona-
lidad que pueda hacer esto bien; no 
utilizando la lógica del bombero, de 
ir apagando el incendio del conflicto, 
sino para establecer una dinámica de 
relación en la sociedad que haga nor-
mal el proceso de Consulta y se realice 
con determinados cánones y procedi-
mientos. Esto tomando en cuenta que 
la Consulta no es una especie de veto, 
sino que es uno de los tantos compo-
nentes de la sociedad democrática, 
un proceso de diálogo, de persuasión 
recíproca para llegar a un resultado 
favorable a todos los participantes.

Lo más importante es tomar concien-
cia de que las cosas han cambiado a 
como se hacían hace 20 o 30 años; 
y esta democracia, donde la gente 
quiere opinar y quiere ser consultada, 
ha llegado para quedarse. Eso su-

En una sociedad democrática el derecho a la organización y a 
la protesta social es uno de los componentes fundamentales

Fo
to

: 
A

rc
hi

vo
 S

J

Actualidad



20 21

Medio Ambiente

pone construir una institucionalidad 
regional y local distinta, más sofisti-
cada, porque no basta que la gente 
sea consultada solo para elegir a su 
autoridad municipal o nacional, sino 
que ese proceso de Consulta tiene 
que ser asumido por el Estado y debe 
organizarse de manera adecuada. To-
davía estamos un poco lejos de esos 
resultados. Sería muy útil para el Perú 
nutrirse más de los procesos de Con-
sulta que se han desarrollado los últi-
mos 4 o 5 años en Colombia, donde 
se han hecho más de mil procesos 
de consulta. Esta es una experiencia 
muy importante y creo que pudiera 
ser muy útil tomar en consideración, 
saber qué puede recogerse y copiarse 
y qué otras cosas tendría que inno-
varse.

A raíz de estos conflictos ocurrió 
lo de Bagua en el 2009, donde hu-
bieron 34 muertos; pero solo fue-
ron procesados indígenas como 
responsables, ¿cree que existieron 
responsables políticos que no han 
sido procesados?

No he estudiado el tema en profun-
didad pero, indudablemente, cuando 
ocurre algo así hay que analizar y de-
terminar todas las responsabilidades 
que pudieran existir. Si los que pro-
movían el movimiento social realiza-
ron algunos hechos y actos delictivos, 
naturalmente tendría que haberse 
investigado y sancionado; pero tam-
bién el uso excesivo de la fuerza y la 
falta de prevención en autoridades 
políticas, donde había ciertas cosas 
que eran muy fáciles de adivinar: cuál 
iba a ser el curso de las cosas y la co-
lisión a la que se iba. También ahí hay 
algo que, sin dejar de ser una respon-
sabilidad política, que en ese caso 
no se determinó con precisión, abre 
también interrogantes en materia de 
justicia que probablemente no han 
quedado plenamente definidas.

En este y en otros conflictos a 
menudo se ha recurrido a la Igle-
sia como mediadora por su ima-
gen de defensora de los derechos 
humanos. Sin embargo, cuando 
suceden hechos de corrupción 
dentro de ella, pierde credibili-
dad y muchas veces se descon-
fía. ¿Qué piensa de esta realidad 
y cómo cree que deberían abor-
darse estos temas dentro y fuera 
de la Iglesia?

La Iglesia es también, y ante todo, 
una institución que está sujeta a las 
reglas y leyes nacionales en todos los 
países. La Iglesia católica en el Perú 
es una institución de derecho públi-
co, de manera que no está por enci-
ma de la ley. Entonces, cuando han 
ocurrido casos de presuntos hechos 
de pedofilia, atribuidos a un jerarca 
de la Iglesia católica, y son lo sufi-
cientemente serios como para que 
haya una actitud responsable de las 
autoridades del Ministerio Público y 
de las autoridades de la Iglesia, uno 
no siempre ve la reacción adecuada.

En este caso, del Obispo auxiliar de 
Ayacucho, se dieron una serie de 
conductas orientadas a minimizar la 
gravedad de la acusación, y la llamo 
acusación porque no tengo idea si 
existió o no responsabilidad, eso nun-
ca se determinó.

Esta sensación de complicidad, estos 
distintos actos que ostensiblemente 
buscaban minimizar su relevancia, 
son asuntos sumamente graves por-
que no solamente están en la zona 
gris de la ilegalidad, sino que pueden 
perjudicar gravemente el peso de la 
Iglesia católica y el trabajo extraor-
dinario que desarrollan en el Perú. 
Tantos sacerdotes y religiosas de di-
ferentes lugares, que conozco y con 
los cuales tengo una gran amistad, 
con gran entrega y compromiso con 

la verdad, la justicia y la gente; se le 
hace un flaco servicio a todo ese sa-
crificio de décadas y de varias gene-
raciones.

Para finalizar, ¿qué piensa de la 
situación de la mujer latinoame-
ricana? ¿Cree que se ha avanzado 
en la defensa de sus derechos?

Obviamente hay progresos, una ma-
yor conciencia de lo que son los dere-
chos propios, es lo más importante. 
Pueden surgir instituciones, como la 
Comisaria de la mujer o la Defensoría 
de la mujer, pero si no existe la au-
to-percepción de derechos, no tiene 
cómo ponerse esto en marcha. Al-
guien tiene que ir a hacer la denuncia, 
alguien debe tener el coraje de llegar 
a la comisaria o a la Defensoría. Se ha 
avanzado, pero todavía estamos un 
poco lejos de grandes resultados.

Más que una revolución existe una 
evolución, que va en una dirección 
adecuada. Falta, por supuesto, mu-
chísimo. Hay que irlo viendo en fun-
ción de los distintos estratos y grupos 
sociales. Me pregunto: ¿cuánto ha 
evolucionado esto en sectores rura-
les?, ¿cuánto se ha avanzado en cosas 
específicas que tienen que ver con la 
violencia contra la mujer?, esa que se 
produce en casa y es estadísticamen-
te la más relevante y grave. Hay una 
serie de pasos que se han ido dando 
para endurecer la legislación penal 
y generar cierta conciencia pero, sin 
duda, percibo que todavía hay lagu-
nas, especialmente en zonas rurales.

En la violencia doméstica todos debe-
mos ser más tenaces para generar una 
cultura nacional, un repudio social o 
comunal a cualquiera que utilice la 
violencia contra la mujer. Ese será un 
avance más importante que la estadís-
tica de cuántas mujeres son regidoras 
o cuántas son parlamentarias.

Lucila Pautrat
Sociedad Peruana de Ecodesarrollo - SPDE

a conservación del Patri-
monio Forestal y de Fauna 
Silvestre de la Nación y la 
biodiversidad, así como el 

aprovechamiento sostenible de los 
recursos naturales, constituyen de-
beres constitucionales para el Estado 
peruano1. Sin embargo, durante los 
últimos años, han aparecido nuevas 
amenazas a la conservación e in-
tegridad de los bosques peruanos. 
Entre ellas: el incremento de las ac-
tividades minera y petrolera, los me-
gaproyectos de infraestructura vial 
y energética, así como la expansión 
de los monocultivos agroindustriales 

1	 Art. 67° y Art. 68° de la Constitución Política 
del Perú

y agroenergéticos. Estos últimos han 
demostrado ser una de las principales 
causas de deforestación de bosques 
tropicales, generando graves impac-
tos ambientales, sociales y económi-
cos.

Grupos empresariales de capitales 
nacionales y extranjeros, con partici-
pación económica en la producción 
de biocombustibles, han propiciado 
una serie de reformas normativas 
orientadas a la apertura del mercado 
de tierras en la Amazonía peruana, a 
fin de satisfacer la demanda de áreas 
para la instalación de cultivos de pal-
ma aceitera, afectando bosques tro-
picales y territorios indígenas en las 
regiones de San Martín, Loreto, Uca-

IMPACTOS

PALMA

AMAZONÍA
en la

de la

ACEITERA

yali, Huánuco, Amazonas y Madre de 
Dios. Entre las políticas y estrategias 
de promoción se encuentran la de-
claración de interés nacional para la 
instalación de plantaciones de palma 
aceitera2, el Plan de Promoción de la 
Palma Aceitera3, la Ley de Promoción 
del Mercado de Biocombustibles4 y 
su Reglamento5, el Reglamento para 
la Comercialización de Biocombusti-
bles, entre otros.

Se estima que al 2012 existían al me-
nos 57,752 hectáreas (ha) de palma 
aceitera a nivel nacional. El desarro-
llo de esta agroindustria congrega a 
diversas asociaciones de productores 
y empresas que intervienen en los 
distintos niveles de la cadena de pro-
ducción6. El modelo de producción 
a pequeña escala cuenta con apro-
ximadamente 20,000 ha de palma 
cultivada. Se estima que existen alre-
dedor de 32 mil productores de pal-
ma ubicados en diferentes zonas de 
Loreto, San Martín, Huánuco y Uca-
yali, organizados en la Confederación 
Nacional de Palmicultores y Empresas 
de Palma Aceitera - CONAPAL.

Los grupos empresariales partici-
pan cerrando la cadena productiva. 
El Grupo Palmas, del Grupo Rome-
ro, congrega los siguientes proyec-
tos y empresas: Palmas del Espino 
(15,000 ha, dedicadas al cultivo de 
palma aceitera y cacao), Industrias 
del Espino (transformación de acei-
tes y grasas comestibles y artículos 
de limpieza; así como producción, al-
macenamiento, distribución, comer-

2	 Decreto Supremo Nº 015-2000-AG
3	 Resolución Ministerial Nº 0155-2001-AG
4	 Ley Nº 28054
5	 Decreto Supremo Nº 013-2005-EM
6	 SNV. “Impactos socio-económicos de la pro-

ducción de biocombustibles en la Amazonía 
peruana”. SNV. 2009. p. 34
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cialización y transporte de biocom-
bustible), Palmas del Shanusi (8,000 
ha de palma), Palmas del Oriente 
(3,000 ha destinadas a biocombus-
tibles), Industrias del Shanusi (planta 
de producción destinada a la trans-
formación) y Palmas del Caynarachi 
(con 6,000 ha proyectadas al cultivo 
de palma aceitera). Hasta el 2012 el 
Grupo Romero concentraba al menos 
el 66,54% de las hectáreas sembra-
das con palma aceitera7.

La instalación de cultivos agroener-
géticos sin contar con un catastro de 
tierras forestales, ordenamiento terri-
torial, ni contemplar una adecuada 
regulación, viene afectando áreas de 
bosques tropicales primarios y territo-
rios indígenas, generando graves im-
pactos ambientales y sociales, dado 
su potencial para incentivar la defo-
restación, producir contaminación, 
incrementar las emisiones de gases 
de efecto invernadero, generar con-
flictos sociales, así como por la comi-
sión de ilícitos asociados tales como: 
la invasión y tráfico de tierras, lavado 
de activos, promover la corrupción, 
tráfico de influencias, entre otros.

Políticas de Promoción de los 
Biocombustibles en el Perú

Al amparo del Decreto Supremo N° 
015-2000-AG, el Estado viene pro-
piciando la adjudicación de grandes 
extensiones de terrenos para la insta-
lación de monocultivos agroenergé-
ticos, afectando los Bosques de Pro-
ducción Permanente, promoviendo el 
acaparamiento de tierras y cambio de 
uso de zonas forestales a usos agro-
industriales en las regiones de Loreto, 
Madre de Dios, San Martín, Ucayali, 
Amazonas y Huánuco.

7	 Palmas del Espino S.A. e Industrias del Espino 
S.A. “La palma aceitera en el Perú y los bio-
combustibles”. 2008. p. 25

La Ley Nº 28054 del 2003, “Ley de 
promoción del mercado de biocom-
bustibles” establece como uno de sus 
objetivos “diversificar el mercado de 
combustibles, fomentar el desarrollo 
agropecuario y agroindustrial, gene-
rar empleo, disminuir la contamina-
ción ambiental y ofrecer un mercado 
alternativo en la lucha contra las dro-
gas”. El artículo 3º de la citada Ley 
dispone que el Poder Ejecutivo im-
plemente políticas para la promoción 
del mercado de biocombustibles.

En el año 2004 la CONAPAL manifes-
taba su interés de ampliar los culti-
vos, puesto que las cuatro plantas ex-
tractoras existentes en ese entonces 
(Pucallpa, Aguaytía (02), y Palmas del 
Espino), requerían al menos 70,000 
ha de palma sembrada para no subu-
tilizar su capacidad de procesamien-
to8. Al 2012 se reportaban US $520 
millones invertidos en la industria de 
los biocombustibles en el Perú, de los 
cuales al menos US $225 millones co-
rresponden al Grupo Romero, quien 
concentraba el mayor nivel de parti-
cipación en este mercado. Desde el 
2006 se fomentaron modificaciones 
normativas9 orientadas a promover 
la apertura al mercado de tierras de 
las regiones amazónicas, con el fin de 
instalar monocultivos energéticos.

8	 La Revista Agraria Nº 54. Lima-Perú. 2004
9	 Proyecto de Ley Nº 840/2006-PE

protesta, y finalmente en los sucesos de Bagua del 5 de 
junio de 2009. La siembra de monocultivos energéticos 
a escala industrial genera impactos ambientales, econó-
micos y sociales de carácter irreversible, como pérdida de 
bosques y biodiversidad,  contaminación ambiental por 
el uso de agroquímicos, incremento de emisiones de ga-
ses efecto invernadero por la deforestación mediante tala 
rasa y quema de bosques, colmatación del cauce de ríos, 
alteraciones del ciclo hidrológico, contaminación genéti-
ca y afectaciones a la salud de las poblaciones locales. Los 
cultivos de palma aceitera están asociados a la pérdida de 
hábitats críticos para especies en peligro de extinción11,12.

La violenta demanda de tierras en la Amazonía incremen-
ta la conflictividad social debido a la invasión y tráfico de 
tierras. En algunas zonas el acaparamiento de áreas está 
asociado a otros ilícitos, como: cultivos de coca, especu-
lación financiera y lavado de activos13. En muchos casos 
pone en riesgo la integridad y sostenibilidad de los terri-
torios de los Pueblos Indígenas.

No obstante la ausencia de un marco normativo que sal-
vaguarde el uso sostenible de los recursos naturales, el 
Ministerio de Agricultura afirma que en la selva perua-
na existen: “(…) más de 600 000 hectáreas identificadas, 
evaluadas y catastradas con potencial para cultivos de  
palma aceitera, y que la instalación de palma aceitera se 
da “principalmente en zonas deforestadas o con aptitud 
forestal pero no en bosques primarios14”. Sin embargo, 
el propio sector reconoce que no cuenta con mapas ni 
catastros de las tierras deforestadas, estudios de suelos ni 
perfiles técnicos que identifiquen las áreas aptas para este 
tipo de cultivos. 

Actualmente el Ministerio de Agricultura y Riego, en 
coordinación con el Gobierno Regional de Loreto, vienen 
adjudicando extensiones de terrenos para la instalación 
de monocultivos agroenergéticos. Así, el Gobierno Regio-
nal de Loreto, manifiesta que cuenta con 12 solicitudes 
de adjudicación de tierras a título oneroso por un total de 
106,212.6 ha para la implementación de monocultivos 
de palma aceitera sobre tierras forestales, cuyos procesos 
administrativos se encuentran en trámite.

11	 HAI TEOH, Cheng. “Temas esenciales de sostenibilidad en el sector del 
aceite de palma”. Banco Mundial. p. 33

12	 Defensoría del Pueblo de la República de Colombia. Resolución Defensorial Nº 
39  “Violación de los Derechos Humanos por Siembra de Palma  Africana en 
Territorios Colectivos de Jiguamiandó y Curvaradó – Chocó. Bogotá.2005. p.21

13	 SNVP. Op. Cit. p. 64
14	 En: http://agraria.pe/noticias/existen-600-mil-has-para-cultivar-palma-

aceitera-en-la-selva

El estudio “Línea de Base sobre Bio-
combustibles en la Amazonía” (2007) 
estimó que la cantidad de terrenos 
de cultivo de palma aceitera nece-
sarios para satisfacer la demanda 
de Biodiesel en el Perú ascendería a 
47,512 ha para el 2011 y 52,082 ha 
en el 201510, existiendo un déficit en 
la producción para cumplir las mez-
clas obligatorias. Por ello, en el 2008 
se inició la importación de Biodiesel 
proveniente de Estados Unidos. Entre 
enero y junio de 2009 la producción 
local de biodiesel fue de 43,4 mil 
barriles, concentrada en 3 empresas 
(Industrias del Espino, Heaven Petro-
leum y Pure). El Biodiesel importado 
era adquirido a un precio 20% menor 
al costo de la materia prima nacional, 
incrementando la competencia debi-
do a los altos costos en la producción 
nacional, generando demoras y pér-
didas en el retorno de la inversión.

Durante los años 2008 y 2009 se 
gestaron reformas normativas orien-
tadas a promover la venta de tierras, 
como los Decretos Legislativos Nº 
1015, 1073, 1064, 1081, entre los 
que resalta el DL Nº 1090, por el cual 
se pretendía facilitar el uso de tierras 
forestales para proyectos agroindus-
triales, y cuya demanda de deroga-
toria por parte de los Pueblos Indí-
genas resultaron en dos marchas de 

10	 SNV & IIAP. 2007. Línea de Base Biocombusti-
bles en la Amazonía Peruana. 2007

EVOLUCIÓN DEL CULTIVO DE PALMA ACEITERA (Has)

REGIÓN
AÑO

2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012

San Martín 15880 21680 25051 25611 28657 28657 28657

Ucayali 6611 10341 13102 13741 12699 13741 14741

Loreto 1250 1250 1610 5900 7844 11613 13354

Huánuco 232 732 1000 1000 1000 1000

TOTAL 23771 33503 40495 46252 50200 55011 57752

Fuente: Ministerio de Agricultura - Informes de las DIA's, AA Tocache, Aguaytía Pucallpa, 
Lamas, Yurimaguas

Medio Ambiente



24

Migraciones

25

ActualidadMigraciones

Maria Luisa Setién 
Universidad de Deusto (Bilbao, España)

a emigración produce efectos en el país emisor 
y en las personas que emigran. Para el país emi-
sor supone una pérdida de capital humano, de 
personas capaces de trabajar en los procesos de 

desarrollo del país, de formar familias, de aportar nueva 
población, ideas y juventud. También tiene un efecto po-
sitivo cuando proporciona remesas económicas que per-
mite al país contar con divisas y capital para invertir, y a las 
familias mejorar sus condiciones de vida.

Por otra parte, las personas emigrantes viven experiencias 
derivadas de introducirse en una nueva sociedad, en un 
nuevo contexto, en una nueva cultura: en unos modos 
de vivir, con horarios, comidas, costumbres, modos de 
enfocar el trabajo y de relacionarse que les son ajenos. 
Estas experiencias generan conocimientos en las personas 
inmigrantes, que transforman sus modos de vida, de pen-
samiento y de acción. En concreto, uno de los ámbitos 
donde suelen encontrar un cambio es respecto a la ciuda-
danía social y en cómo el Estado protege los derechos de 
las personas.

La ciudadanía comprende varias dimensiones: la política, 
vinculada al derecho a participar como elector y como ele-
gible en el ejercicio del poder político; la civil, que incluye 
los derechos necesarios para la libertad individual (libertad 

de expresión, de pensamiento y de religión, el derecho a 
la propiedad, a cerrar contratos válidos, y el derecho a la 
justicia); y la social, que –según T. H. Marshall (1997)1- 
protege desde el derecho a un mínimo de bienestar eco-
nómico y seguridad al derecho a participar del patrimonio 
social y a vivir la vida de un ser civilizado, conforme a los 
estándares corrientes en la sociedad.

Al relacionar ciudadanía y migración, un hecho a determi-
nar es “quiénes son” y “quiénes no son” ciudadanos, que 
depende de un criterio arbitrario que se establece social-
mente en cada momento histórico. Por eso, en los últimos 
años, diversos procesos han afectado a la definición de 
ciudadanía. Como sostiene Castles (2003)2, hoy en día y 
por primera vez en la historia, los fenómenos de la globa-
lización, la migración y la universalidad de los derechos 
humanos han puesto en duda la correspondencia entre 
Estado-Nación y ciudadanía.

En el caso de las personas migrantes, los países de acogi-
da suelen otorgar primero los derechos sociales y civiles, 

1	 MARSHALL, T.H. (1997) Ciudadanía y Clase Social, Reis, n.79, Julio-sep-
tiembre: “Conferencias A. Marshall, Cambridge, 1949”, pp. 297-344

2	 CASTLES, Stephen (2003) “Jerarquías de ciudadanía en el nuevo orden 
global”, en Anales de la Cátedra Francisco Suarez, 37, Granada, Universi-
dad de Granada: 9-33

que están más relacionados con la persona y con los dere-
chos humanos, mientras que los derechos políticos tienen 
una carga simbólica más fuerte ya que están vinculados a 
la soberanía nacional. Por otro lado, los derechos sociales 
son también un factor muy importante en el proceso de 
integración de los extranjeros y, en muchas ocasiones, no 
están vinculados a la posesión de documentos o de ciu-
dadanía formal.

Entre los derechos que conforman la ciudadanía social, 
el PNUD (2010)3 incluye los referidos a los aspectos de 
la vida que afectan el potencial para desarrollar las ca-
pacidades básicas de las personas y los desagrega en los 
siguientes aspectos:

■ Derecho a la salud,
■ Derecho a la educación, 
■ Derecho al trabajo, al empleo
■ Derecho a la protección social contra la pobreza y la 

desigualdad, contra la exclusión
■ Derecho a la vida familiar: protección de la maternidad, 

de los niños, de la protección de las mujeres contra la 
violencia…

Las conclusiones de una investigación4 recientemente rea-
lizada muestran que las personas peruanas migrantes a 
Europa, Norteamérica y Sudamérica conocen los derechos 
que conforman la ciudadanía social y los sistemas de pro-
tección desarrollados en los lugares de destino, saberes 
que son mayores o más profundos en lo relacionado a los 
derechos de salud, educación y trabajo, ya que son estos 
temas los que más les afectan en la vida cotidiana. Tam-
bién tienen la conciencia unánime de que poseen estos 
derechos en igualdad de condiciones que los autóctonos. 
La experiencia es la que les lleva a tener esa percepción.

Por su parte, los familiares que residen en Perú adquieren 
el conocimiento de los sistemas de protección de los di-
versos derechos a través de “los ojos” de los migrantes. 
Estos saberes son generales y, en ocasiones, superficiales, 
debido a la gran diferencia que existe entre los sistemas de 
protección de los países de destino y el de Perú, que hace 
difícil comprender exactamente el funcionamiento de los 
mismos si no se han experimentado de primera mano.

3	 PNUD/ OEA (2010) Nuestra democracia, México, PNUD
4	 El artículo es parte de la investigación: “Proceso migratorio y redes fami-

liares transnacionales en los migrantes peruanos: las transformaciones en 
las nociones de ciudadanía, derechos y demandas al Estado en origen y 
destino” (2011-2013). Participan la Universidad de Deusto (Bilbao), Uni-
versidad de Sherbrooke (Canadá), Universidad Antonio Ruiz de Montoya 
(Perú), Universidad Alberto Hurtado (Chile). La autora del artículo es la 
coordinadora de la investigación

Se aprecia que la migración amplía los conceptos de dere-
cho que tenían las personas antes de emprender su viaje. 
Este proceso permite vivir una nueva experiencia respecto 
a la ciudadanía social y cómo el Estado la protege, lo que 
provoca un empoderamiento respecto al significado de 
ser ciudadano social y a los mecanismos que los poderes 
públicos pueden desarrollar para proteger dichos dere-
chos. Por su parte, las personas que permanecen en Perú, 
si bien no experimentan esos sistemas de primera mano, 
los van conociendo a través de las narraciones de sus fa-
miliares. Esto también provoca una ampliación en el con-
cepto que tienen de los diversos derechos, lo cual sucede 
sobre todo con los vinculados al trabajo y a la protección 
contra la exclusión.

Las personas emigrantes se muestran preocupadas por la 
protección de los derechos sociales de sus familiares en 
Perú, debido a que son conscientes de que el Estado no 
proporciona una protección adecuada, especialmente en 
lo relativo a la atención en salud y la educación. Es por ello 
que parte de las remesas que envían están dedicadas a 
apoyar económicamente a los de Perú para que satisfagan 
los mencionados derechos sociales. Por lo tanto, “sustitu-
yen al Estado” posibilitando que sus familiares accedan a 
buenos servicios de atención privados que, de otra mane-
ra, no podrían ser costeados por ellos.

Por otro lado, la protección de los derechos sociales es 
algo muy importante para la vida de las personas. Es por 
ello que una de las causas que mencionan las personas 
migrantes para no regresar a Perú es que saben que ellos y 
sus familias tienen protegidos ciertos derechos que no los 
tendrían aquí, especialmente lo relacionado con la edu-
cación de los hijos e hijas. Esto les lleva a afirmar que, tal 
vez en Perú tengan trabajo, pero perderán calidad de vida.

En cuanto a la realidad que se vive en Perú, se percibe un 
sentimiento de aceptación respecto a que la protección de 
los derechos sociales siempre va a ser mala y que los siste-
mas que se implementen siempre serán limitados. Las per-
sonas se lamentan de la corrupción que existe, sobre todo 
en los organismos de Estado, la desigualdad en el reparto 
de la riqueza y en el acceso a servicios y mencionan que 
esta situación no puede transformarse, ya que depende 
del gobierno y las decisiones de éste están muy lejos de los 
ciudadanos, esto a pesar del crecimiento macroeconómico 
que ha experimentado el país durante la última década. 
La ciudadanía social sigue siendo un privilegio, al que mu-
chos familiares solo pueden acceder gracias a que tienen 
parientes en el extranjero que les envían remesas.

Derechos de la

en un contexto migratorio
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a migración sigue jugando un papel muy impor-
tante en nuestro mundo y es una lente con la 
cual podemos dar una lectura profunda de nues-
tra sociedad. Representa una estrategia de inte-

gración y transformación constante de los grupos huma-
nos desde el punto de vista económico, cultural, político 
y social; junto con los negocios y las comunicaciones, los 
y las migrantes contribuyen en hacer del planeta un espa-
cio totalmente globalizado.

Las cifras son conocidas: a nivel mundial hubo un incre-
mento de población migrante, desde los 75 millones del 
año 1965 a los 215 millones de hoy, de los cuales alrede-
dor de 30 millones son latinoamericanos1. Solo en Perú, el 
10% de la población vive fuera de su hogar de nacimiento, 
en otro país extranjero; fenómenos como la feminización 
de la migración (el 50,4% de las personas emigrantes son 
de sexo femenino2 por la cíclica perpetuación de las ca-
denas de cuidado en los países desarrollados) determinan 
una recomposición y una redistribución de roles dentro 
del núcleo familiar; la migración es también un agente 
dinamizador de la economía, principalmente a través de 
aportes monetarios que llegan a casi 3 millones de dóla-
res anuales, los cuales sirven para cubrir gastos corrientes 
y de educación, principalmente de familias pertenecientes 
a sectores C, D (el D es el más alto, con el 27,4%) y E3.

Así como existen personas que emigran, también existen 
personas que regresan al país. Se estima que en los últimos 
doce años 232,559 peruanos4 han retornado al país, más 
de la mitad a partir del 2009, probablemente en respuesta 

1	 Secretaria general de la comunidad andina, Informe-política pública del 
Estado peruano hacia los peruanos/as en el exterior y la trata de personas, 
Lima 2011

2	 OIM, INEI, DIGEMIN. Perú: Estadísticas de la migración internacional de 
peruanos e inmigración de extranjeros, 1990 -2009, OIM, Lima 2010

3	 OIM, INEI, Migración internacional en las familias peruanas y perfil del 
peruano retornante, OIM, Lima 2009

4	 OIM, Perfil migratorio del Perú, 2012, OIM, Lima 2012

a la crisis económica en los países desarrollados. Más del 
70% de los retornantes se encuentran en una edad labo-
rable (15-49 años) y el país desde el cual se registraron 
más retornos fue Chile (34,3%), seguido por Estados Uni-
dos (18,2%), Argentina (10,5%) y España (8,1%)5.

En este contexto es que se ha promulgado recientemente 
la Ley Nº 30001, denominada “Ley de Reinserción Econó-
mica y Social para el Migrante Retornado”, que tiene el 
objetivo de lograr la reintegración de compatriotas en el 
tejido económico y social del país. El primer gran aporte 
de esta ley es que busca incluir medidas de reinserción 
económica y social, y no solamente medidas fiscales, 
aunque las medidas previstas no han sido especialmente 
elaboradas para personas retornadas, sino que son pro-
gramas ya existentes y dirigidos a cualquier ciudadano.
Otra importante contribución de la ley es que resalta la 
necesidad de contar con  una atención psicológica especí-
fica para migrantes retornados; sin embargo, se deja a las 
estructuras existentes la tarea de responder a esta necesi-
dad, y a los profesionales la obligación de capacitarse en 
estos temas específicos, en un medio que no plantea una 
formación adecuada, con directas repercusiones sobre la 
salud de los migrantes retornados.

Con el objetivo de responder al problema migratorio de 
manera integral, la ONG italiana ASPEm (Asociación Soli-
daridad Países Emergentes) en el marco del proyecto Dos 
Orillas6, está brindando un servicio de orientación psico-
lógica, legal y empresarial dirigido a personas que quieren 
emigrar, familiares de emigrantes y personas que retor-
nan al país7.

5	 Idem.
6	 Proyecto financiado por la fundación Cariplo, de Italia (www.dosorillasi-

taliaperu.blogspot.com)
7	 Desde marzo 2012 a octubre 2013 se han dado 575 orientaciones sobre 

temas legales, psicológicos y empresariales. Un 51% de estas consultas 
son referidas directamente a temas de tipo migratorio

En general, respecto a la parte legal, los casos más nu-
merosos son de personas que piden orientación por 
motivos de regularización migratoria y consultas so-
bre el proceso de reagrupación familiar y de alimentos 
(en ambos casos la mayoría de consultas es realizada 
por mujeres). Respecto a la orientación psicológica, 
hay numerosos casos de mujeres (tías o abuelas) que 
denuncian problemas en la crianza de niños/as y ado-
lescentes, hijos/as de padres migrantes o lamentan si-
tuaciones de violencia de pareja en sus familias trans-
nacionales.

Si dirigimos la atención específicamente a las orienta-
ciones de “migrantes retornantes”, vemos que en los 
motivos de la consulta sobresalen temas de crianza in-
adecuada, problemas familiares y problemas de pareja. 
Estas situaciones son caracterizadas por relaciones difí-
ciles entre padres que han emigrado e hijos que se han 
quedado en Perú; en algunos casos el regreso reactiva 
antiguos, y jamás solucionados, problemas de relación 
entre el migrante retornado y su pareja o los demás in-
tegrantes de la familia en el país de origen. Hemos ob-
servado que cuando no hay un proceso de preparación 
de la familia frente a la decisión de emigrar, se dificulta 
una reinserción efectiva del migrante retornado dentro 
de las dinámicas familiares. Por otro lado, problemas de 
parejas y violencia familiar están asociados a factores de 
riesgo, como falta de claridad en la relación de pareja y 
dependencia económica de la mujer.

Considerando también a las personas que hacen consul-
tas sobre la Ley por cuenta de terceros, señalamos que 

la mayoría son relativas a informaciones sobre aspectos 
tributarios y/o sociales de la Ley; en la mayoría de los ca-
sos se evidencia una general incomprensión de la misma, 
y una de las mayores críticas es que la Ley incluye a la 
población que se reincorpora al país en los programas ya 
activos, sin que estos sean diseñados para responder a las 
características y necesidades particulares de los emigran-
tes y de sus familias.

Por lo expuesto anteriormente, consideramos que es 
importante ir investigando la composición de la familia 
peruana que tiene uno o más integrantes en el extran-
jero porque es en este núcleo que se toma la decisión 
de viajar a otro país, cuyo móvil es mayormente eco-
nómico pero vinculado a situaciones particulares, como 
dinámicas relacionales difíciles en la familia, violencia de 
pareja, imposibilidad de realizarse profesionalmente o 
personalmente, falta o escasos servicios básicos en la co-
munidad8. Todos estos aspectos hablan de una realidad 
que hay que analizar mejor, si queremos entender por 
qué las personas siguen viajando al extranjero9, por qué 
siguen buscando una realización que no encuentran en 
el país. Una lectura multidisciplinaria es importantísima 
para entender la complejidad del fenómeno migratorio 
y construir una visión global e integradora, lo cual es 
imprescindible para elaborar políticas públicas efectivas 
que solucionen los problemas de los ciudadanos y valo-
ren sus competencias y capacidades.

8	 Véase la publicación “El viaje de quien se queda: la otra cara de la migra-
ción” ASPEm, 2012, Lima.

9	 Desde el 2005 sigue aumentando el número de personas que viajan a 
otro país.

¿Qué quieren nuestros

COMPATRIOTAS
RETORNADOS?
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Daniele Ingratoci
ONG Asociación Solidaridad Países Emergentes  - ASPEm
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Iglesia Iglesia

El segundo aspecto resaltado por Horan es la reforma 
de la Iglesia. Francisco de Asís fue un reformador radical, 
sin duda alguna un rebelde, y aunque se haya reconoci-
do siempre como un hijo fiel de la Iglesia, su lealtad era 
en primer lugar al Evangelio. Por esa razón desobedeció 
cuando hubo que desobedecer, a Dios gracias. Como 
ejemplo, Horan recuerda cómo Francisco emprendió un 
diálogo con el mundo musulmán a pesar de que Inocen-
cio III había instruido claramente en contra de ese acerca-
miento. Su rebeldía estaba basada en la inclusión.

En el terreno social, cuando el clero vivía enteramente se-
parado de la comunidad, Francisco se rebeló sobre todo 
contra la cultura de la exclusión, emblemáticamente re-
presentada por los leprosos en la Edad Media. Al asumir 
este nombre, el Papa se obliga a dar testimonio de esa 

misma voluntad rebelde de inclusión. Pero, a diferencia 
de su homónimo medieval, el Papa no es un excluido del 
poder, sino todo lo contrario. Él es el poder, o al menos, 
en tanto soberano en funciones, es la parte fundamental 
del poder en la Iglesia católica.

Hay indicios que nos permiten suponer que, para des-
montar el poder absoluto del papado, Francisco se ha 
propuesto retomar la tendencia manifestada en el Con-
cilio Vaticano II hacia el sinodalismo. Como Francisco de 
Asís, el Papa se mantiene fiel a la Iglesia de su tiempo, re-
presentada por los decretos del Concilio. Pero, en su plan 
de reforma, que ya incluye a los obispos consejeros en 
las decisiones políticas de la Iglesia, y que eventualmente 
otorgaría al sínodo de los obispos la responsabilidad del 
poder, Francisco se cuida de no convertir a la Iglesia en 
una democracia liberal y debilitar por completo la rela-
ción entre el pueblo y los pastores.

Horan luego analiza un aspecto más implicado en la ho-
monimia: el papel de la paz y del amor. Yo aquí ya no in-
cido sobre eso, no porque no aprecie lo que propiamen-
te constituye la espiritualidad franciscana, sino porque 
creo que merece destacarse algunas cosas supuestas en 
los puntos anteriores. La primera es ésta: Francisco es el 
nombre de la integración, de la incorporación de lo diver-
so al amor de Cristo, el nombre de la apertura a todos los 
marginados, incluidos los animales, es decir, sin importar 
mucho el tipo de marginación. Desde otro ángulo, es el 
nombre de la lucha contra todas las formas de la exclu-
sión que se efectúan en la vida social.

Y quizás no se destaca suficientemente otro supuesto: 
Francisco no es el nombre de una utopía. Pobreza y ri-
queza, exclusión e inclusión son conceptos que se recla-
man necesariamente, que no pueden darse uno sin otro, 
y que solo vistos así enriquecen nuestra comprensión de 
la doctrina social de la Iglesia. La riqueza y el poder tien-
den por naturaleza a la exclusión, se configuran como 
tales a partir de lo que excluyen. Hacerse rico es hacer po-

Luis Bacigalupo
Pontificia Universidad Católica del Perú - PUCP ¿Qué hay en el nombre de

ntre los buenos artículos que he leído sobre el 
Papa Francisco está uno escrito por el francisca-
no Daniel P. Horan, titulado What's in a Name?, 
publicado por la revista America en su número 

de abril pasado. Horan destaca algunas similitudes en-
tre los dos Franciscos, el Papa y el santo de Asís, pero le 
interesa ir a la cuestión de fondo: hay para él algunos 
aspectos de la vida de san Francisco, no suficientemente 
apreciados, que podrían estar implicados en el nombre 
del Papa.

El primero de esos aspectos es la renuncia al poder. Se-
guir a Cristo de una manera auténtica implicaba para el 
santo vivir en la pobreza evangélica, y esta condición no 
era solo la carencia de bienes propios, sino también la 
carencia de poder. Me parece que seguir de este modo a 
Cristo le resulta menos complicado a un santo que a un 
Papa. Pero tampoco quiero decir con esto que fuera fácil 
para san Francisco. Lo que destaco es que sus esfuerzos 
no se comparan con los que está desplegando en Roma 
su homónimo argentino.

¿Cómo desmontar el poder desde el poder? Esta no fue 
la pregunta del santo de Asís. Como lo recuerda Horan, 
a Francisco le interesó remover las barreras del poder que 
lo separaban de los otros, conformadas sobre todo por el 
dinero y el prestigio de las clases dominantes. Cuestionó 
el trato entre personas basado en el estatus económico 
y social, y en eso fue intransigente. El Papa apunta sin 
duda a lo mismo, pero no enfrenta las barreras del poder 
desde el llano, sino desde la cúspide. Uno diría que su 
tarea es, por eso mismo, más fácil; pero tal vez sea todo 
lo contrario.

La misión que se ha propuesto el Papa al elegir el nombre 
Francisco es desmontar el poder del dinero en la Iglesia, 
pero sin condenarla a la bancarrota. Eso significa, por un 
lado, desarticular las redes de captación de recursos finan-
cieros ilícitos y hacer compatible las operaciones del IOR1 
con las regulaciones de la banca europea. Pero, por otro 
lado, como responsable de la Iglesia católica, Francisco 
tiene que garantizar al Vaticano la afluencia de recursos 
lícitos suficientes. ¿De dónde van a salir? Dios proveerá es 
una respuesta que hasta san Francisco tuvo que matizar.

1	 Instituto para las Obras de Religión, conocido como Banco Vaticano 
(N.E.)

bres; incluirse en los círculos de poder es excluir de ellos a 
otros. No puede ser de otro modo, porque de otro modo 
estaríamos en el Edén.

Visto así, el nombre de Francisco demanda un cambio 
social basado en la misericordia. Hacerse pobre con los 
pobres y hacerse excluido con los excluidos no solo es 
una forma de mostrar el desacuerdo con la tendencia a 
excluir, connaturales a la riqueza y el poder, sino sobre 
todo una manera de manifestar el carácter ineludible del 
desacuerdo. Para el cristiano, la misericordia implica estar 
en desacuerdo con la dinámica social tal como ha sido, 
tal como es y tal como será configurada por los seres hu-
manos. En ese sentido, cambiar las estructuras sociales 
injustas es una tarea permanente, inagotable, en ésta o 
cualquier otra configuración posible de la sociedad.

Jesús, el excluido por excelencia, asume su exclusión no 
para ser incluido en los círculos del poder, sino como la 
forma del desacuerdo perenne. Su nombre, así como el 
de Francisco, nos recuerdan que quien denuncia la exclu-
sión no ha de querer ser rico y poderoso sin perder en ello 
el espíritu que impulsa al cambio. Francisco se desnudó 
para frenar la tendencia a excluir que hallamos hasta en la 
vestimenta; para menguarla lo más posible, en medio de 
una dinámica social que vive de la exclusión. Hacer justicia 
y demandar misericordia no es eliminar lo que no puede 
ser eliminado, sino denunciar y combatir la insensibilidad, 
para que los privilegiados no se regocijen en su condición.

En muy raras ocasiones, este combate se impulsa desde 
el poder mismo. El emperador Constantino impulsó más 
bien la exclusión, fomentó la membresía exclusiva al club 
de los ricos y poderosos. En nuestra tradición, Constan-
tino es el nombre del poder por antonomasia, cosa que 
muchos Papas comprendieron y asumieron como ejem-
plo. También comprendieron, desde luego, lo que signifi-
ca por oposición Francisco y, sorprendentemente, uno de 
ellos por fin adoptó este nombre, para temor y temblor 
de muchos.
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Fernando Montes, SJ
Universidad Alberto Hurtado 

(Chile)

l Papa Francisco ha sorpren-
dido a la Iglesia con un estilo 
nuevo que evoca lo que se 
experimentó cuando llegó al 

pontificado Juan XXIII. Hemos senti-
do un aire fresco, un estilo sencillo y 
directo y una profunda humanidad 
que nos llena de esperanza. Es par-
ticularmente significativa la entrevis-
ta concedida a las revistas jesuitas, 
representadas por el director de la 
Civilta Cattolica. En ese encuentro ve-
mos a un Papa fraternal, claro, que 
reconoce errores y que relaciona la 
doctrina con su vida personal y pas-
toral. Esa entrevista nos muestra que 
los signos de cercanía, la franqueza 
en la palabra, la sencillez de hábitos 
y formas, el dejar las habitaciones del 
palacio Vaticano, no son hechos for-
tuitos o aislados sino que responden 
a un pensamiento más profundo so-
bre la Iglesia y su misión.

Así como el Papa nos dice en esa en-
trevista que "la Iglesia a veces se ha 
dejado envolver en pequeñas cosas, 
en pequeños preceptos", es impor-
tante que al revisar el mensaje que ha 
entregado no nos quedemos sólo en 
lo anecdótico o en problemas espe-
cíficos, como suelen hacerlo los me-
dios. Hay que ir a las ideas maestras, 
o como dice el propio Francisco: "hay 
que comenzar por lo más elemental".

Creo que en lo esencial hay un inten-
to de volver a las fuentes evangélicas 
para entender la Iglesia a partir de la 
misión y el modo de vida de Jesús. En 
esto hay una similitud con lo que en 

nuestra historia. Dios se ha revelado 
como historia, no como un compen-
dio de verdades abstractas”.

Esta actitud permite una atención 
pastoral a las personas concretas que 
viven difíciles circunstancias; permite 
un dialogo abierto con quienes pien-
san de modo diferente… y compren-
de el mensaje del evangelio no como 
una “doctrina monolítica y sin mati-
ces”.

Ante los embates de un tiempo en 
cambio, ante el entrecruzamiento 
de culturas y el peligro de un abso-
luto relativismo, existe el peligro de 
asegurarse construyendo un cuerpo 
monolítico de doctrina, sin jerarquía 
de verdades, sin matices, donde todo 
está sacralizado y prácticamente no 
hay lugar a que la tradición se vaya 
enriqueciendo con todos los avances 
de la humanidad.

Esta actitud del Papa pone a la Iglesia 
en la línea del Concilio, que invitó a 
discernir los signos de los tiempos.

La Iglesia y su Misión 

Nos encontramos ante un pastor que 
tiene una visión del Mundo y de la 
Iglesia eminentemente pastoral. La 
Iglesia está para ayudar al ser humano 
y para salvarlo. La misericordia ocupa 
un lugar central en el mensaje. Esta 
visión misionera es coherente con el l 
Concilio Vaticano.

La Iglesia debe centrarse en “curar he-
ridas y dar calor a los corazones de los 
fieles”. Eso frente a una visión dema-
siado moralizante, disciplinaria o jurí-
dica. A partir de esa misión salvadora 
se actualiza y se jerarquiza el mensaje.

Esta visión pastoral exige también re-
novar la relación interna entre Pasto-
res y Fieles. No es extraño que el Papa 
prefiera definir la Iglesia como Pueblo 
de Dios. Esa imagen rompe una visión 
individualista de la religión y acorta 
distancias entre la jerarquía y los fie-
les. Todos somos integrantes del pue-
blo y no hay salvación aisladamente. 
“El pueblo es sujeto”. Eso obliga a los 

su tiempo intentó Francisco de Asís. 
En segundo lugar, en esta búsqueda 
de caminos nuevos para Iglesia lla-
ma la atención el sello indeleble de 
la espiritualidad de San Ignacio. Esta 
simbiosis de elementos franciscanos e 
ignacianos puede ser particularmente 
fecunda en nuestro tiempo. No hay 
que olvidar que, al iniciar su conver-
sión, Ignacio de Loyola deseaba hacer 
lo que había hecho San Francisco.

Analizaremos en primer lugar el 
modo de acercarse a la realidad que 
tiene el Papa y que está muy marca-
do por su espiritualidad y experiencias 
pastorales. En segundo lugar señala-
remos su visión de Iglesia.

Modo de pensar y de acercarse a 
la realidad

En este mundo en cambio, el Papa 
se acerca a la realidad no desde la 
certeza sino desde el discernimiento. 
No parte de lo abstracto sino de lo 
concreto y particular. El discernimien-
to nos hace personas en búsqueda 
constante, nos desinstala, nos hace 
flexibles, ubica nuestras seguridades 
en Dios y no en nosotros. Se trata de 
un camino humilde de aproximación 
a la verdad que nos capacita para vi-
vir la incertidumbre dando un espacio 
a la duda; nos ayuda a no hacernos 
dueños de la verdad y de la religión; 
nos hace peregrinos, caminantes, 
compañeros de ruta con quienes bus-

can con sincero corazón; nos saca de 
la auto-referencia. Como dice el Papa, 
el discernimiento nos descentra de 
nosotros para fijar nuestra mirada en 
Jesús, a quien seguimos; nos abre a 
un dialogo que escucha a la gente, en 
especial al pobre.

Quien discierne tiene una actitud di-
námica, no queda vuelto atrás ni bus-
ca su seguridad en la rígida disciplina. 
“Aquel que hoy buscase siempre so-
luciones disciplinares, el que tienda a 
la ‘seguridad’ doctrinal de modo exa-
gerado, el que busca obstinadamen-
te recuperar el pasado perdido, posee 
una visión estática e involutiva.”

Esta actitud de discernimiento abre 
la mirada al futuro, posibilita los 
sueños e ideales, y al mismo tiempo 
permite considerar cada caso par-
ticular y el momento presente; no 
se contenta con definiciones claras 
y precisas sino que enriquece esas 
definiciones con la consideración de 
una historia compleja, llena de difi-
cultades y excepciones. Es la actitud 
del contemplativo en la acción que 
descubre a Dios en toda circunstan-
cia y no se achica ante los mayores 
desafíos, pero sabe encarnar la Pa-
labra de un modo sencillo en la hu-
milde realidad. Quien discierne no se 
encierra en una maraña de costum-
bres, ni en el miedo al cambio: por 
el contrario, se abre a las fronteras. 
“Dios está hoy en lo concreto de 

pastores a auscultar el sentir de su 
pueblo, el “sensus fidelium”. Los fie-
les deben estar en comunión con sus 
pastores y estos en comunión con su 
pueblo.

De aquí nace una interesante visión 
de la sinodalidad participativa en la 
Iglesia. Frente a una Iglesia demasia-
do centralizada, el Papa dice: “con-
sultar es muy importante. Los consis-
torios y los sínodos, por ejemplo, son 
lugares para lograr que esta consulta 
llegue a ser verdadera y activa. Deseo 
consultas reales, no formales”.

Mucho se ha hablado de la reforma 
de la curia; sin embargo, las reformas 
administrativas son secundarias frente 
a un cambio de espíritu y no pueden 
ser una especie de defensa, de con-
servación del orden. Hay que quitarle 
a la curia el carácter de “corte papal” 
para convertirla en un servicio al Papa 
y a los Obispos, no como un organis-
mo superior centralizador, censor o 
burocrático. La atención a lo particu-
lar obligará a trasladar a las diócesis el 
trato de muchos problemas.

El Papa no escabulle problemas espe-
cíficos (rol de la mujer, minorías se-
xuales, separados) pero los inserta en 
una visión pastoral de la Iglesia.

La importancia de la misión, la necesi-
dad de discernimiento, la contempla-
ción en la acción, la necesidad de ir a 
las fronteras y el diálogo, el no tener 
miedo al riesgo, la creatividad apos-
tólica y una posición moral que da 
más lugar a la misericordia, la evan-
gelización de la cultura, nos resultan 
temas muy cercanos a los jesuitas y 
nos alientan a poner nuestras perso-
nas al servicio.

PAPA
QUE SORPRENDE
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PAPA
a Iglesia católica conoció do-
lorosamente la Reforma pro-
testante. Como respuesta se 
movilizó a partir de Trento, 

y a tal reacción la denominó Contra 
Reforma. El término “contra” se iden-
tifica fácilmente con una reacción ra-
dical, hasta las rayas del conservadu-
rismo reaccionario.

Desafortunadamente la imagen que 
la Iglesia católica dejó de sí, a partir 
de Trento y en el enfrentamiento con 
la modernidad, quedó marcada con 
una mancha negativa. Se necesitó 
de un gran esfuerzo del Concilio Va-
ticano II para lanzar el programa de 
“aggiornamento”. Esta misma pala-
bra, creada por Juan XXIII, reflejaba 
la idea de que la Iglesia estaba fuera 
del tiempo actual.

Los analistas señalan los primeros 
años post conciliares como fenóme-
no de reforma, de actualización, de 
ecumenismo con las Iglesias orienta-
les y de la Reforma, de diálogo inter-
religioso con el judaísmo y otras reli-

En el contexto inmediato de la inmo-
vilización y del neoconservadurismo 
hegemónico2, aparece la figura sin-
gular del Papa Francisco. Con gestos 
simbólicos de cercanía con el pueblo, 
simplicidad de vida, pobreza y acogi-
da misericordiosa, levantó el deseo 
de renovación eclesial3. Como gesto 
concreto creó una comisión de car-
denales que ya le deben haber pre-
sentado sugerencias de cambios. Nos 
toca esperar.

Al tratar la reforma eclesial, nos en-
contramos con dos niveles distintos, 
aunque concretamente articulados: 

2	 FAUS. J. I. G. El meollo de la involución ecle-
sial. Razón y Fe. Madrid, nº. 1089/90, v. 220, 
1989, pp. 67-84; FAUS. J. I. G. O neoconser-
vadorismo. Um fenômeno social e religioso. 
Concilium, Roma, nº. 161, 1981/1; CARTAXO 
ROLIM, F. Neoconservadorismo eclesiástico e 
uma estratégia política. In: REB 49(1989), pp. 
259-281; COMBLIN, J. O ressurgimento do 
tradicionalismo na teologia latino-americana. 
Revista Eclesiástica Brasileira - REB. Petrópo-
lis, nº. 50, 1990, pp. 44-73; LIBANIO, J. B. La 
vuelta a la gran disciplina. Buenos Aires, Pauli-
nas, 1986

3	 Innumerables escritos tratan sobre la esperan-
za de cambio. A manera de ejemplo: BOFF, L. 
Francisco de Assis e Francisco de Roma: uma 
nova primavera na Igreja? Editora Mar de 
Ideias, Rio 2013

La Iglesia medieval y post-tridentina 
conoció momentos como estos y ne-
cesitó ser sacudida por otro tipo de 
reforma. La más reciente que cono-
cemos se hizo por medio del Concilio 
Vaticano II, que pretendió traer nue-
vos aires a la Iglesia, tomando la ex-
presión de Juan XXIII. Pero duró poco 
tiempo y, nuevamente, el miedo al 
estallido carismático pesó para volver 
al reforzamiento institucional.

Existe una pregunta en el aire ¿El 
Papa Francisco prefiere apostar por 
la renovación, principalmente por la 
vía del carisma, o imagina reemplazar 
una institución por otra, aunque dife-
rente y más aireada?

El Papa ha insistido en pedir oracio-
nes5. Con frecuencia alude a la prác-
tica misericordiosa de Jesús. Retoma 
con insistencia y apela a la simplici-
dad y a la pobreza de vida. Insiste en 
el amor a los pobres y necesitados6. 
Todo eso lleva a pensar que él se 
aproxima a la fuerza carismática que 

5	 ESCOBAR, M. Francisco: o papa da simplicida-
de. Rio de Janeiro: Agir, 2013. Cfr.: Capítulo: 
O papa humilde e apaixonado pela oração, p. 
149-151 e p. 155

6	 Cfr.: Pronunciamentos do Papa Francisco no 
Brasil. São Paulo: Loyola, 2013

giones, hasta alcanzar una apertura 
osada con los no creyentes y con la 
modernidad crítica. Ahí está una serie 
de documentos conciliares que ma-
nifiestan un espíritu de acogida y de 
interlocución con las nuevas situacio-
nes implantadas en el mundo, tanto 
a partir de la modernidad, como de la 
post guerra.

Al final del pontificado de Paulo VI 
ya se sentían escalofríos por causa de 
los caminos por los cuales la Iglesia 
se dirigía, y se activó el freno conser-
vador1. Después de su muerte, las re-
uniones de los cardenales, anteriores 
a la elección del Papa, pedían que el 
escogido asumiese la dura tarea de 
frenar los cambios en la Iglesia, por 
considerarlos incontrolables. Así, tu-
vimos dos pontificados que cubrieron 
más de tres décadas, en las que se 
paralizó cualquier avance. Aún más, 
hicieron retroceder algunos aspectos 
que se juzgaban ya adquiridos.

1	 PAUL VI. Bilan du Pontificat. Informations 
catholiques Internationales. Paris, nº. 530, 15 
Sept 1978

La naturaleza y la historia de la Igle-
sia nos muestran innumerables ini-
ciativas y prácticas renovadoras a lo 
largo del siglo. Un nivel nos permite 
reflexionar ampliamente sobre la pro-
pia naturaleza de cualquier cambio 
eclesial; el otro se hace presente en 
lo concreto de la vida de la Iglesia de 
hoy, en las circunstancias propias del 
momento. Veamos.

La Iglesia se entiende y se propone 
ser el sacramento visible de la presen-
cia de la humanidad de Cristo. Ella 
continúa sacramentalmente la acción 
de Jesús entre nosotros. Por eso, se 
vuelca continuamente a Él, a fin de 
dejarse criticar e iluminar por Él.

En este proceso se manifiesta el fe-
nómeno sociológico de institucio-
nalizar y rutinizar el carisma mayor 
que fue Jesús. Él vivió poco tiempo 
entre nosotros, apenas se preocupó 
por la institucionalización. Diríamos 
que fue casi “puro carisma” en el 
sentido de entrega total de sí a la 
humanidad por puro amor. Anunció 
la presencia actuante de Dios Padre 
en la historia, principalmente en su 
propia persona. La llamó Reino de 
Dios. Y se fue para el Padre. Dejó a 

los discípulos la tarea de institucio-
nalizar la maravilla de su vida, obra 
y persona, que despertó discípulos y 
comunidad de seguidores. Toda ins-
titucionalización limita, empobrece 
el carisma. Y cuanto más rígida es, 
más lo fragiliza. Sin embargo, sin 
ella el carisma no se encarna en la 
historia y no continúa en el tiem-
po4. La Iglesia vivirá continuamente 
tal tensión: trabajada internamente 
por la fuerza carismática del Espíritu 
Santo, que Cristo glorioso y el Padre 
nos enviaron, y lucha por encontrar 
canales institucionales para que tal 
gracia alcance las personas.

Los renovadores de la Iglesia se to-
paron con el desgarrador dilema. 
Algunos juzgaron que el cambio fue-
se reforzar la institución, las leyes, la 
disciplina y el poder jerárquico. Y, con 
generosidad e intención recta, se lan-
zaron a tal aventura. En general, en-
contraron finalmente más cadáveres 
que vivos. La rigidez de la institución 
mata.

4	 Una reflexión sobre la tensión entre carisma e 
institución de WEBER, M. Economia e socieda-
de: fundamentos da sociologia compreensiva. 
São Paulo: UnB, 2004, pp. 158-167

FRANCISCO

Reforma Eclesial:Joao B. Libanio, SJ
Faculdade Jesuíta de Filosofia e Teologia (Brasil)

(Traducción: Juan Carlos Guitérrez, SJ)
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Cultural

estalló en los inicios del cristianismo y 
que tuvo momentos fuertes a lo largo 
de la historia de la Iglesia en hechos 
como los padres del desierto, el mo-
naquismo inicial, los mendicantes, los 
mártires, los misioneros heroicos, los 
consagrados al trabajo junto a los po-
bres, y los despojados de las glorias 
mundanas.

Apostar por el carisma implica una 
actitud profunda de conversión per-
sonal y comunitaria que repercutirá 
en la creación de estructuras, origi-
nadas en ella y que la alimenten. Al 
hacer uso de  estructuras existentes 
se contaminan fácilmente a las nue-
vas. En pequeñas instituciones, sí son 
posibles los cambios profundos para 
desalojar configuraciones anteriores. 
Por eso, en momentos de crisis y de 
reformas, fermentan experiencias 
menores, libres y despojadas. Así se 
entienden muchas de las nuevas co-
munidades en la actualidad.

La realidad humana, sin embargo, 
sufre de ambigüedad. Precisamente 
por ser pequeñas sucede, a menudo, 
lo opuesto. La organización mayor las 
capta y las inserta en el sistema do-
minante. Hoy asistimos al fenómeno 
paradójico de comunidades carismá-
ticas puestas al servicio impensado y 
acrítico del aspecto jurídico institucio-
nal, contradiciendo la naturaleza ca-
rismática que permanece únicamente 
en la superficialidad y la apariencia, 
sin la fuerza renovadora del carisma.

La Iglesia, como una institución gran-
de, se mueve con mayor lentitud. 
Entonces, el carisma sólo persevera 
en la acción renovadora con mucha 
lucidez y discernimiento. Corre el do-
ble peligro de estallar y perderse en 
el aire o de ser devorado por el lado 
organizacional.

El Papa Francisco sabe perfectamen-
te que él se sitúa en una enorme y 

antigua institución de dos mil años 
de tradición. Apuesta no por la lógi-
ca del sistema, sino por el dinamis-
mo interno del carisma. Para la fe 
cristiana, la última raíz del carisma 
no brota de la creatividad del arbi-
trio humano, sino que radica en la 
fe y esperanza en el Espíritu de Dios. 
Ella cuenta también con el misterio 
de la Encarnación, en que el Dios In-
finito se hizo un hombre concreto, 
llamado Jesús. A pesar que Él cono-
ció el poder del Espíritu solamente 
después de atravesar el túnel oscu-
ro de la muerte y surgir Resucitado 
ante los discípulos. En toda renova-
ción eclesial hay una presencia del 
Misterio Pascual. En él se funda toda 
renovación eclesial. El carisma sólo 
no basta para las transformaciones 
eclesiales. Necesita encarnarse en re-
formas institucionales para no disol-
verse, cuando la figura carismática 
desaparece.

Miradas Cruzadas: políticas públicas y desarrollo 
regional en el Perú
Revesz, Bruno (Editor)
Lima: Instituto de Estudios Peruanos y CIPCA,  2013.

l pasado viernes 4 de octubre tuve la oportuni-
dad de participar, junto con el economista Gui-
llermo Dulanto y el politólogo Jorge Aragón, a 
la presentación del libro Miradas Cruzadas: po-

líticas públicas y desarrollo regional en el Perú (2013), 
editado por el señor Bruno Revesz, que ha sido publi-
cado por el CIPCA y el Instituto de Estudios Políticos. 
A modo de resumen deseo destacar que el libro ofrece 
una visión del país pero desde una perspectiva regional; 
que si bien nos encontramos formalmente en un perio-
do de crecimiento económico, se trata de una coyuntura 
de bonanza para el país pero sin una clara estrategia de 
desarrollo por etapas a corto, mediano y largo plazo.

El contenido del libro nos advierte de un crecimiento 
económico que no ha trazado una verdadera política 
contra la pobreza extrema, la lucha contra la corrupción 
y la necesaria reforma fiscal, tres problemas que son 
producto del poco avance del proceso de descentraliza-
ción. En otras palabras, la falta de claridad en el reparto 
de competencias que permita esclarecer las relaciones 
entre los niveles de gobierno y dotarlas de una gestión 
eficiente.

La necesidad de atender a la educación en ámbitos ru-
rales, pues una educación pública de calidad no puede 
gestarse solamente en unas escuelas, una opción que no 
garantiza desarrollo y equidad; con relación a los desa-
fíos de la educación regional, se afirma que Piura puede 

mostrar exitosas experiencias gracias a una eficiente ges-
tión de escuelas públicas en áreas rurales y urbanas, así 
como propuestas de diversificación curricular; por ejem-
plo ¿se enseña la historia de Piura?

Sobre los retos de la política agraria y la pequeña agri-
cultura en la costa, sierra y selva, se hace indispensable 
adoptar una estrategia de comunicación que divulgue el 
trabajo de los pequeños productores, que incluya ferias 
urbanas mediante un acuerdo entre los tres niveles de 
gobierno para favorecer su comercialización en el país.  
Alrededor de toda la problemática, el libro nos dice que 
las paradojas de la democracia peruana se producen por 
la llamada desafección política por las autoridades e ins-
tituciones, pues los candidatos ganan las elecciones pero 
luego incumplen sus ofertas de campaña. Finalmente, el 
contenido del libro muestra la imperiosa necesidad de 
formalizar la economía, crecer en infraestructura, con-
solidar la regionalización y a plantearnos con espíritu 
positivo la siguiente pregunta, ¿en qué podemos ser los 
primeros del mundo? Mi felicitación para sus autores.

Carlos Hakansson
Universidad de Piura

MIRADAS
CRUZADAS

Piurade

Las

* Publicado en el Diario El Comercio (Edición Regional), 
Sábado 12 de Octubre de 2013
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Cultural Cultural

Diana Tantaleán
Oficina de Coordinación del Sector Social

a comunidad Shipiba de Cantagallo, ubicada 
frente al Mercado de Flores del Rímac (al costado 
del río), es un lugar que llama la atención por los 
diseños coloridos de sus viviendas, pero también 

por la humildad de las mismas. Los shipibos residentes allí, 
desde el 2001, han buscado mantener viva su cultura en 
la gran capital, y van teniendo éxito en ello.

Muchos son artistas reconocidos en diferentes ámbitos. 
Entre ellos: Demer Ramírez, con su grupo “Los Konish del 
Perú”; el pintor Roldán Pinedo; y Luz Franco, del comité de 
madres artesanas shipibas de Cantagallo.

Pero ¿cómo transmiten su arte y cultura?, ¿qué expresio-
nes artísticas tienen más acogida? Fuimos a Cantagallo y 
conversamos con dos de los artistas de la Comunidad. He 
aquí lo que compartieron.

“A través de mis pinturas transmito a las personas mi cul-
tura, mis vivencias, la cosmovisión Shipiba; expreso cómo 

quita, para que no me olvide de mi 
cultura”. Sin embargo, reconoce 
que algunos jóvenes de las nuevas 
generaciones se muestran reacios a 
aprender este arte: “las madres shipi-
bas que crecimos en nuestras comu-
nidades nativas sabemos hacer estos 
trabajos; pero hoy en día, las nuevas 
generaciones, ya casi no saben, tene-
mos que enseñarles. Algunos jóvenes 
no desean aprender porque dicen 
que están estudiando para ser pro-
fesionales, eso no debe ser así. Pero 
hay muchos que valoran su cultura, 
que están estudiando, saben bordar y 
se presentan como shipibos y hablan 
nuestra lengua. Tenemos que sentir-
nos orgullosos de nuestra cultura”.	

Los shipibos se muestran orgullosos 
de su cultura y sus diseños, diferen-
ciándose de otras etnias: “Nuestra 
vestimenta es una manera de diferen-
ciarnos. En Lima nos vestimos como 
los demás, con pantalones, pero no 
dejamos nuestra vestimenta, la usa-
mos en eventos o ante autoridades. 
Las mujeres usamos una blusa de 
diferentes colores y una falda envol-
vente y con diseños. Cada etnia se 
diferencia por sus diseños en la ves-
timenta”.

ARTE
CANTAGALLO

Los diseños shipibos, tan característi-
cos en sus telas, son trabajados con 
hilo, lana o pintados con tinte natu-
ral con corteza de caoba. Estos dise-
ños geométricos, llamados “kené”, 
son dibujados primero sobre la tela. 
El acabado es tan laborioso que una 
falda puede demorar 6 meses en ser 
terminada “si se le dedica tiempo”, 
como nos dice Luz.

Hoy en día su arte tiene mayor aco-
gida, tanto en Lima como en el ex-
tranjero, donde han estado presen-
tes en exposiciones o encuentros: 
“Hemos viajado a Argentina, Bolivia 
y Colombia, y el próximo año iremos 
a Ecuador. Así vamos difundiendo y 
nos hacen pedidos a las madres ar-
tesanas. Muchos se han sorprendido 
de nuestros diseños, pensando que 
el trabajo se hacía a máquina, no 
creían que bordábamos de esa ma-
nera. Ahora ellos también quieren 
aprender”

La comunidad shipiba de Cantaga-
llo busca difundir su arte constante-
mente, es por ello que sus diferentes 
asociaciones realizan festivales y ferias 
artísticas, donde exponen sus bailes, 
música, comidas típicas, artesanías y 
pinturas.

era antes, cuando los animales y las aves estaban más cer-
ca. Ahora, por la extracción de la madera y el ruido de 
los tractores, los animales se espantan, están lejos de la 
comunidad”. Quien así se expresa es Roldán Pinedo, ar-
tista shipibo-konibo, cuyo trabajo ha estado presente en 
diferentes exposiciones colectivas.

“Los niños aprenden el arte shipibo a través de sus ma-
dres; hacen tejidos, pintados, collares, pulseras. Con los 
padres aprenden a hacer trabajos manuales”, expresa el 
artista, quien orgulloso agrega: “Yo le enseño a mi hijo 
cómo teñir la tela”.

Pinedo comenta que para realizar sus trabajos utiliza pin-
turas naturales, es decir, trae materiales de la selva: “para 
hacer esa pintura ecológica necesito tener la corteza de la 
selva. Viajo de 15 a 20 días para traerla, porque la madera 
no está cerca a la ciudad. Así traigo los colores y el barro 
especial del río para pintar. Estas enseñanzas nos vienen de 
nuestros ancestros, ellos nos enseñaron cómo trabajarlo”.

Luz Franco, coordinadora del Comité de Madres Artesa-
nas "Ashë”, nos explica que todas las mujeres shipibas 
aprenden a bordar y trabajar los colores con sus madres, 
desde pequeñas: “A mí me enseño mi mamá desde chi-

SHIPIBOS
El

de los

de

Pintura del artista Roldán 
Pinedo con motivos shipibos

Luz Franco mostrando falda 
shipiba con diseños "kené"
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El Programa de Formación “La Colaboración en el Co-
razón de la Misión” realizó su Taller final los días 15 y 
16 de noviembre, con la presencia de representantes de 
todas las obras, entre laicos y religiosos de la Compañía 
de Jesús.
 
El Taller “Desafíos para la promoción de la justicia y el 
servicio de la fe en el Perú hoy”, tuvo como ponentes a 
Marcial Rubio, Rector de la Pontificia Universidad Cató-
lica del Perú; Humberto Ortiz, de la Comisión Episcopal 
de Acción Social; Santiago Manuim, líder indígena Awa-
jun-Wampis; Javier Quiros SJ, Director Nacional de Fe y 
Alegría; Jorge Cela SJ, Presidente de la Conferencia de 
Provinciales Jesuitas de América Latina – CPAL y Miguel 
Cruzado SJ, Padre Provincial de la Compañía de Jesús en 
el Perú.
 
Para marzo del 2014 se iniciará un nuevo grupo de estu-
dio para este Plan de Formación.

El Centro Cristo Rey de Tacna fue distinguido con el 1er 
Lugar del VI Concurso Nacional de Experiencias Exitosas 
en Educación Inclusiva 2013, gracias al caso presentado 
por Luzmery Isabel Mamani Ramírez, alumna del 2° Ci-
clo de Avanzado de Educación Básico Alternativa (EBA), 
cuyo caso de reinserción al sistema escolar y avance en 
el desarrollo de sus habilidades académicas y personales, 
hizo que el jurado calificador distinguiera su experiencia 
de trabajo como la mejor en su categoría.

Tres días de convivencia, reflexión y compartir vivieron 
jóvenes de distintas partes del país, reunidos en el Co-
loquio Juvenil Ignaciano 2013, que tuvo como lema 
“Creer que un mundo mejor es posible”.

Del 01 al 03 de noviembre más de 250 chicos y chicas 
de las distintas obras y organizaciones de Piura, Jaén, 
Amazonas, Chiclayo, Trujillo, Lima, Ayacucho, Arequipa, 
Cusco, Quispicanchi, Ilo, Tacna y Arica (Chile) convivie-
ron y formaron parte de las actividades preparadas para 
este coloquio, asignadas en 4 misiones: Cerro La Milla, 
El Agustino, Pamplona y San Juan de Lurigancho, donde 
los jóvenes tuvieron que colaborar limpiando y pintando.

Del 28 de octubre al 04 de noviembre se realizó un en-
cuentro de Arte Comunitario en El Agustino (Lima) y Piu-
ra, con la participación de niños, jóvenes y educadores de 
los programas sociales de la parroquia Virgen de Nazaret 
y CANAT.

Esta actividad fue auspiciada por la Embajada de Estados 
Unidos en coordinación con Encuentros SJS y los pro-
gramas sociales de la parroquia Virgen de Nazaret, de El 
Agustino y CANAT de Piura.

La Universidad Antonio Ruiz de 
Montoya ha lanzado el primer 
número de "Sílex", revista interdis-
ciplinaria que busca visibilizar la 
producción intelectual y el debate 
científico de las diferentes escue-
las académico- profesionales.

El nombre de la revista proviene 
de un escrito del misionero jesuita 
Antonio Ruiz de Montoya: "Silex 

del divino amor", texto de pedagogía mística de media-
dos del siglo XVIII.

Sílex saldrá dos veces al año (una por cada semestre aca-
démico), y en este primer número el contenido se centra 
en el eje “misión e interdisciplinariedad”; siendo los direc-
tores de las diversas escuelas quienes fomentan el debate 
desde su propia especialidad.

VIII COLOQUIO JUVENIL 
IGNACIANO

ARTE COMUNITARIO EN 
EL AGUSTINO Y PIURA

JORNADAS 
INTERNACIONALES DE 

MIGRACIÓN

"SÍLEX"
LA REVISTA DE LA UARM

TALLER FINAL DE 
"COLABORACIÓN EN EL 

CORAZÓN DE LA MISIÓN"

PASACALLE EN EL 
AGUSTINO

CENTRO CRISTO REY gana 
concurso nacional de 

EXPERIENCIAS EXITOSAS 
EN EDUCACIÓN 

INCLUSIVA

Los días 5 y 6 de noviembre se realizaron las Jornadas 
Internacionales “Migración y ciudadanía social: Desafíos 
para las políticas públicas”, actividad organizada por el 
Instituto de Ética y Desarrollo de la Universidad Antonio 
Ruiz de Montoya y la Universidad de Deusto, auspicia-
dos por el Parlamento Andino, la Defensoría del Pueblo 
y el Apostolado Social de la Compañía de Jesús.

El evento tuvo como objetivo discutir los desafíos de las 
políticas públicas a partir de la investigación “Proceso 
migratorio y redes familiares transnacionales en los mi-
grantes peruanos. Las transformaciones en la noción 
de ciudadanía, derechos y demandas al Estado en ori-
gen y destino: España, Chile y Canadá”.

Los temas de la investigación fueron presentados por 
representantes de la Universidad de Deusto (España), 
Université de Sherbrooke (Canadá) y de la Universidad 
Antonio Ruiz de Montoya (Perú).

El 16 de noviembre se realizó, por tercer año consecu-
tivo, el pasacalle “Caminando en familia por el Buen 
Trato”, organizado por los programas sociales SJS de la 
Parroquia Virgen de Nazaret de El Agustino.

En el marco de la convención de los derechos del niño 
y la intervención en la comunidad, la Casa del Niño, 
La Escuela Sociodeportiva y el Programa de Educación 
Alternativa, junto a la Municipalidad de Lima, Tierra de 
Hombres, la Comisaría de Mujeres, el Colegió Húsares 
de Junín y los Zanqueros de Aldo Kiwi, "tomaron" las 
calles levantando una propuesta conjunta para seguir 
trabajando por el buentrato, en especial en las familias.



"...Jesucristo, verdadera 
imagen de Dios y 
verdadera imagen de
la humanidad, el cual, 
cuando lo contemplamos, 
se hace carne en 
nosotros, sanando 
nuestras rupturas
internas, y 
reconstruyéndonos como
personas.."
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